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			A Marco, David y Marian,
que vivirán el Estado de Bienestar del futuro,
con la esperanza de que este no haya sido solo
un accidente de la historia.

			
		

	
		
			PRÓLOGO

			El origen de este libro está en el interés despertado por la obra colectiva sobre El Estado de Bienestar en el cambio de siglo, que dirigí hace ya casi dos décadas. La buena acogida que tuvo, y mantuvo, con el paso de los años, me animó, hace cerca de una década, a volver a tratar el tema de la viabilidad, logros y limitaciones del Estado de Bienestar (EB), en este caso con un formato distinto, en un momento en el que con la entrada en recesión de gran parte de los países de renta alta del mundo se cuestionaba, desde un punto de vista presupuestario e ideológico, su papel y viabilidad en un mundo crecientemente globalizado. Aunque otras ocupaciones y proyectos han retrasado su conclusión, lo cierto es que prácticamente toda mi carrera como profesor de Economía ha estado, de una u otra forma, vinculada al estudio del EB. En cierto modo, este libro se puede entender como una visión de conjunto, holística y global, sobre el EB que, a lo largo de sus distintos capítulos, se inspira en otros escritos de menor extensión y mayor inmediatez en su proceso de redacción, que han ocupado mi actividad investigadora en las últimas décadas.

			Detrás del largo proceso de elaboración de este libro se encuentra tanto la complejidad y multiplicidad de vertientes del tema ocupado, pero también, y quizá, sobre todo, las dudas sobre el interés que podría tener un libro de estas características en una época, como la que vivimos, donde reina la inmediatez y los mensajes cortos propios de la comunicación digital, con la muy limitada complejidad analítica que permite este tipo de medios. Junto a ello, mi propia perplejidad sobre el devenir del EB y la necesidad de dejar pasar un poco más de tiempo: que acabe la crisis, que se consolide la recuperación, etc., para confirmar algunas de las tesis que se mantienen a lo largo de este trabajo. Al final, haciendo una vez más válida aquella frase de que lo mejor es enemigo de lo bueno decidí terminar el libro, con sus aciertos y errores, antes de que él acabara conmigo.

			El resultado es un volumen que se divide en tres bloques. El primero, que tiene una finalidad introductoria y comprende los capítulos 1-4, presenta las razones lógicas e históricas que explican la aparición de los EB en los países de renta alta y sus características y diferencias. En este bloque se ofrecen toda una batería de indicadores mediante los que se intenta contestar a la pregunta de hasta qué punto estamos viviendo un desmantelamiento de los EB, entendido como una reducción de la parte de la producción que, por distintas vías, se canaliza a través de los diferentes brazos del EB, así como otros posibles mecanismos que pudieran, sin afectar a sus recursos, alterar su viabilidad y características futuras. El segundo bloque, que comprende los capítulos 5-8, aborda los distintos retos, viejos y nuevos, a los que se enfrenta el EB, desde su compatibilidad con el capitalismo, la globalización, los cambios demográficos, incluyendo la inmigración, la necesidad de rediseñarse para adoptar una perspectiva de género más inclusiva, a los cambios en el mercado de trabajo o la revolución tecnológica y la economía digital. Por último, en los capítulos 9-10 se presentan algunos ejemplos de cambio en el EB en cuatro países concretos: Alemania, Suecia, Reino Unido y España, que representarían distintos perfiles o modelos de EB, y se plantean algunas reflexiones finales sobre aspectos que, por su importancia en el devenir del EB (la cuestión generacional), por haber quedado fuera del análisis realizado en los capítulos anteriores, o por haberse tratado con premura por cuestiones de espacio, merecían de una mayor atención en el capítulo de cierre.

			En el apartado de agradecimientos reconozco que tengo la tentación de parafrasear a Violeta Parra, y agradecer a la vida, que me ha dado la oportunidad de leer a los innumerables pensadores, incluyendo economistas, que han ido alimentando este texto que ahora presento. Limitándome a los más próximos, tengo que empezar por Fernando Esteve, coautor, «coamigo» y compañero de muchas y largas conversaciones sobre los temas tratados en este libro (y muchos otros), cuyas reflexiones sin duda reconocerá en muchas de sus secciones, aunque no aparezca su autoría por la particularidad de las vías de transmisión utilizadas. Justo en el otro extremo de la cadena de producción, tengo que agradecer a mi compañero Rafael Bonete su lectura reposada y detallada del borrador del libro, y, sobre todo, su rol de comprobador de relevancia, de merecimiento, de lo escrito.

			Parte del libro se escribió durante una larga estancia de investigación en la Universidad Northeastern, en Boston, que fue posible gracias a la generosa invitación de Barry Bluestone. Durante esta estancia el libro adoptó su forma actual (hasta el día de hoy la carpeta del ordenador en la que se han ido guardado los sucesivos borradores del libro se llama «Revisión Boston»). José Ignacio Antón, también profesor de la Universidad de Salamanca, ha tenido un papel decisivo en muchos de los trabajos de autoría conjunta, frecuentemente cuantitativos, que he realizado en los últimos quince años, sobre aspectos concretos del EB como la inmigración o la clase media, cuyas aportaciones están también presentes en el libro. Lo mismo se podría decir de Enrique Fernández Macías, investigador primero de la Eurofound de Dublín y ahora del Joint Research Center de la Comisión Europea en Sevilla, con quien he compartido mi interés por el estudio de las implicaciones del cambio técnico sobre el empleo y la sociedad en general. Durante más de una década, los sucesivos proyectos de investigación llevados a cabo con un grupo estable de investigadores de diversos países sobre cuestiones vinculadas con el mundo del trabajo y la política social, coordinados por la Organización Internacional del Trabajo, en Ginebra, me han facilitado acceder a una visión global y comparada del EB, de la que espero se hayan beneficiado estas páginas. Ya terminando, Luis Buendía, especialista en el EB sueco, me facilitó la redacción de parte del capítulo 9 con sus sugerencias, al tiempo que Salvador Salort, me animó, sin saberlo, a escribir este libro con sus sucesivas invitaciones a participar en el ciclo anual de conferencias por él organizadas en la Universidad de Alicante y me hizo pensar que, quizá, la preocupación por el devenir del EB era una perversión compartida por más gente. María Antonia Varas supo buscar tiempo para revisar cuidadosa y estoicamente la última versión del texto. Junto a ellos, muchos otros que, directa o indirectamente, han facilitado mi trabajo durante casi cuatro décadas de labor de investigación y docencia en la Universidad de Salamanca y en los múltiples equipos de investigación en los que he participado, a los que quiero expresar mi agradecimiento, aunque sea de forma anónima y colectiva.
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			MECANISMOS DE PROTECCIÓN FRENTE AL RIESGO EN LA HISTORIA

			Con el término Estado de Bienestar (EB) se hace referencia a todo el entramado de actuaciones públicas dirigidas a proteger a los ciudadanos (o residentes) de un país de determinados riesgos o contingencias, principalmente el riesgo de desempleo, enfermedad o discapacidad, la pérdida de ingresos asociada a la jubilación o la carencia de ingresos (asistencia social). Junto a estas actuaciones, determinados EB han desarrollado programas para facilitar el acceso a la vivienda y compensar, siquiera parcialmente, el coste asociado a la crianza de los hijos. Por razones de convención estadística, los gastos en educación no se consideran como parte de los gastos en protección social, y por lo tanto frecuentemente no se incluyen en las actividades del EB. Se ha optado así por una perspectiva de la educación que prima su papel como inversión en capital humano (en el argot de la Economía) frente a su rol como mecanismo de nivelación de oportunidades y movilidad social, además de considerarse un elemento central del desarrollo humano al aumentar las capacidades de las personas de llevar a cabo una vida plena. Por otra parte, desde la perspectiva de protección con respecto al riesgo que hemos adoptado en estas páginas, la educación es también un mecanismo para combatir al riesgo de la ignorancia. Por estas razones, en el capítulo 3 se incorporará la educación al repasar el peso del EB en las economías desarrolladas.

			La vida humana es una sucesión de riesgos frente a los que las distintas sociedades que han poblado la Tierra han intentado protegerse de una u otra manera, con mayor o menor éxito. Aunque la naturaleza de los riesgos en gran medida haya cambiado con el crecimiento económico y el cambio social (los riesgos a los que se enfrentaba un agricultor del Imperio Medio egipcio en el 2000 a. C. eran en gran parte distintos de los riesgos a los que se enfrenta hoy un ciudadano de la Unión Europea), muchos de ellos, la enfermedad, la vejez, la falta de recursos, son comunes a todos los seres humanos independientemente de la sociedad o el tiempo histórico en el que les haya tocado vivir. Lo que sí ha cambiado es la forma concreta mediante la que las distintas sociedades se han protegido y se protegen frente a tales riesgos y sus efectos.

			De hecho, como veremos más adelante, dada la naturaleza biológica del ciclo de desarrollo humano, la propia supervivencia y desarrollo social de la especie parecen haber estado vinculados a la existencia de tales tipos de protección frente al riesgo.

			Como es conocido, durante la mayor parte de la (pre)historia del hombre, los seres humanos han basado su subsistencia en la caza y la recolección de frutos, bayas y raíces. Solo con el desarrollo de la agricultura, que tuvo lugar según regiones hace entre cinco mil y diez mil años, durante la Revolución Neolítica, se produce un cambio de sistema de producción, que progresivamente pasará a basarse en la agricultura y la ganadería. Gracias a toda una serie de estudios antropológicos de sociedades que, en la actualidad, o más bien en la segunda mitad del siglo pasado, seguían conservando sistemas de producción basados en la caza y la recolección, disponemos de un conjunto razonablemente detallado de investigaciones que nos permiten hacernos una idea de cómo organizaban las actividades productivas los integrantes de estas sociedades. El gráfico 1.1, construido a partir de información recopilada de estudios de campo de muchas de estas comunidades, pone de manifiesto que tales grupos de población tenían que disponer, necesariamente, de mecanismos de protección, basados en el reparto, que garantizaran la supervivencia del grupo a lo largo del tiempo. En el mismo se puede apreciar que, a diferencia de otros primates, el Homo sapiens alcanza la capacidad de autosuficiencia alimentaria muy tardíamente en su vida, alrededor de los 20 años. Con dicho perfil de producción neta de calorías (esto es, una vez descontadas las necesarias para la subsistencia), la supervivencia del grupo exige la existencia de algún tipo de comportamiento de redistribución de alimentos desde aquellos en el máximo de su capacidad productiva, hacia aquellos otros, niños, jóvenes y ancianos, con capacidades productivas nulas o limitadas. Como se puede ver de la comparación con los chimpancés, la existencia de un periodo de dependencia no es algo privativo de los seres humanos, pero sí lo es la longitud de dicho periodo. Esta prolongación en el tiempo de su periodo de dependencia hace posible el desarrollo de las capacidades cognitivas específicas del Homo sapiens, su identidad como especie. Obviamente, la primera fuente de reparto (antes igual que ahora) está asociada al ámbito familiar y probablemente se explique por factores vinculados a impulsos de transmisión del código genético. Pero, y esto es lo más interesante, los estudios antropológicos demuestran que el ámbito de redistribución en sociedades cazadoras reproductoras va más allá de la familia abarcando al conjunto de individuos en situación de necesidad del grupo, superando el altruismo recíproco (yo te doy hoy a ti para que mañana me des tú a mí). En palabras de Kaplan y Gurven (2005): «La persistencia de desequilibrios entre las cantidades dadas y recibidas entre familias sugieren que el altruismo recíproco no es capaz de explicar toda la redistribución existente entre familias» (p. 86).

			En lo que se refiere al tema que nos ocupa (la existencia de mecanismos de redistribución y protección frente al riesgo), el elemento clave es la presencia de algún tipo de mecanismo interfamiliar de reparto. Pues bien, de acuerdo de nuevo con Kaplan y Gurven (2005), aunque la capacidad productiva del hombre cazador-recolector aumenta con la edad hasta el entorno de los 45 años, debido a los ciclos reproductivos, las necesidades de sus familias aumentan a una mayor tasa, de forma que a partir de los 40 años se entraría en una situación de insuficiencia de producción calórica (capacidad de producción de calorías inferior a las necesidades de producción de la unidad familiar). Ello implica que la supervivencia familiar dependerá de la existencia de transferencias desde familias de hombres más jóvenes. Todo ello sin necesidad de considerar que la existencia de fuertes diferencias de productividad1, fecundidad y mortalidad entre las familias pueden hacer necesarias transferencias complementarias. La existencia de estas transferencias interfamiliares, cuando las transferencias intrafamiliares no son suficientes, permite el alargamiento de los periodos de aprendizaje y facilita hacer frente a una tasa mayor de fecundidad.

			GRÁFICO 1.1 Producción neta de alimentos y tasa de supervivencia a lo largo del ciclo vital en comunidades de cazadores-recolectores y grupos de chimpancés
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			FUENTE: Kaplan y Gurven (2005, p. 88).

			Los antropólogos discuten hasta qué punto el altruismo reflejado en la existencia de transferencias de comida entre las familias de un grupo es simétrico o asimétrico, y las razones que lo explican. Ese debate, aunque interesante, escapa sin embargo del propósito de estas páginas que no es sino mostrar cómo la supervivencia de la especie ha dependido de la existencia de mecanismos de redistribución que, con el tiempo, se han transformado en tradiciones y costumbres que facilitan la supervivencia del grupo.

			Además del apoyo del grupo para garantizar la supervivencia dados los ciclos de capacidad productiva y necesidades de subsistencia de los primeros homínidos, incluyendo el Homo sapiens, la paleoarqueología nos ofrece otros ejemplos de conductas de apoyo mutuo en situaciones de enfermedad incapacitante que apuntan a que este tipo de comportamiento era extensible a aquellos individuos con poca capacidad de aportar trabajo al grupo (Spikins, Rutherford y Needham, 2010). Entre los casos más conocidos de comportamiento de apoyo a terceros en situación de dependencia destaca el caso del denominado individuo 1 del yacimiento iraquí de Shanidar (datado entre 35.000 y 45.000 años). Un neandertal que muestra una importante atrofia traumática de su brazo derecho, junto con una cojera de la pierna derecha y muestras de una fractura curada del pie del mismo lado. Estos daños, junto con una más que probable ceguera traumática (al menos temporal) del ojo izquierdo, habrían hecho prácticamente imposible su supervivencia sin el apoyo continuado del resto de los individuos del grupo2. Aunque los estudios sugieren que tales daños se habrían producido en la adolescencia, el individuo sobrevivió hasta una edad relativamente avanzada de 35-50 años.

			Del mismo modo, la inagotable Sima de los Huesos del yacimiento burgalés de Atapuerca ofrece indicios de la existencia de cuidados a dependientes en épocas más tempranas. Gracia et al. (2007), a partir del análisis del Cráneo 14, perteneciente a un niño Homo heidelbergensis (de hace aproximadamente 530.000 años) de entre 5-8 años en el momento de su fallecimiento, concluyen que sufría del cierre prematuro de alguno o todos los huesos del cráneo, lo que habría derivado en el aumento de la presión craneal, afectando al desarrollo del cerebro y probablemente a su capacidad mental y apariencia física. Ello no habría impedido que sobreviviera al menos cinco años, de lo que los autores deducen que su condición patológica no fue un impedimento para recibir la misma atención que cualquier otro niño Homo del Pleistoceno Medio3.

			La Revolución Neolítica y el comienzo de la agricultura supondrán la transformación de los mecanismos de redistribución, pero no su eliminación. Todavía se discute cuáles fueron las causas últimas de esa gran primera transformación productiva (Weisdorf, 2005). Frente a la interpretación más clásica del cambio hacia una economía basada en la agricultura como el resultado de la opción en favor de un sistema productivo que facilitaba una vida mejor, las hipótesis más modernas plantean este como el resultado de la presión poblacional sobre un ecosistema que habría superado su capacidad de sustentación. En contra de lo que comúnmente se piensa, el cambio a una sociedad basada en la agricultura no supuso ni una mejora de la dieta de las personas ni una reducción del tiempo dedicado a garantizar la subsistencia (Cohen, 1981), de lo que se deduce que este, más que fruto de la libre elección, habría sido el resultado de la necesidad. En todo caso, y como es sabido, la agricultura supuso la generación de excedentes que permitieron la aparición de formas primitivas de Estado y de una primera clase ociosa (en el sentido de no directamente productiva). Pero desde la perspectiva que nos ocupa, lo interesante de la revolución agrícola es que supone un aumento significativo del riesgo. La actividad agrícola está sujeta a las circunstancias climáticas de una forma que no lo está la actividad de recolección y caza. Y ello, como señala Ofek (2001), porque mientras que los cazadores recolectores pueden adaptarse en tiempo real a los cambios climáticos, cambiando sus actividades de caza o recolección y desplazándose a zonas distintas, los agricultores tienen que tomar las decisiones de producción antes de que se produzcan los acontecimientos climáticos, de forma que, una vez producidos, estos son meros espectadores de lo que quiera que acontezca. No es de extrañar que en muchos casos las sociedades agrícolas hayan diseñado sistemas de organización para, mediante obras hidráulicas, intentar reducir la incertidumbre asociada al menos a uno de los elementos del clima, las precipitaciones, del que depende la producción agrícola4.

			Aunque en la actualidad se discute cuál era la naturaleza exacta de las economías de los denominados genéricamente imperios antiguos, que incluirían desde Egipto a los hititas y desde Sumeria a Roma, parece que en todas ellas existía un importante componente de redistribución mediante el uso de impuestos o trabajo forzado de la población en general hacia los centros de poder político y religioso y de estos hacia la población. Esta redistribución no significa que estemos en presencia de sociedades igualitarias como lo eran las sociedades de cazadores-recolectores. La aparición de excedente es el primer requisito para la aparición de desigualdades económicas. De hecho, estas sociedades eran tan desiguales como lo permitía su todavía limitada capacidad productiva. Pero ello no impedía que existieran mecanismos de redistribución, especialmente en periodos de crisis alimentarias, que garantizaban su pervivencia a lo largo del tiempo (como condición necesaria para el mantenimiento de las clases no directamente productivas).

			Así, por ejemplo, en Roma la falta de integración de los mercados locales de grano hacía que los habitantes de las ciudades dependieran de forma importante de la intervención del Imperio a la hora de garantizar el suministro de grano. Este aspecto aparece resaltado en las dos grandes obras, y perspectivas, sobre la economía antigua, la de Finley (1973) y la de Rostovtzeff (1957), para los que una de las principales obligaciones del emperador y los magistrados de las ciudades era asegurar el suministro básico de alimentos. Además de preocuparse por la existencia de un suministro adecuado de grano, en Roma existía la llamada annona, un sistema de reparto gratuito de grano que en época de Augusto llegó a beneficiar a 320.000 familias y que tiene sus orígenes en época de Cayo Graco cuando, mediante una lex frumentaria del 123 a. C. se pone en marcha un sistema de distribución de grano a precio reducido. En la época de Augusto se estima en 670.000 personas la población que recibía grano del Estado, un porcentaje muy significativo de una población que en la Roma del momento se calcula en un millón de personas (González, 2007). En el año 332 de nuestra era se instauró en Constantinopla la annona constantinopolitana. Alejandría y probablemente también Antioquía se beneficiaron de este sistema (Aja, 1998), mientras que las ciudades más pequeñas dependían de actuaciones puntuales de los potentados y benefactores locales. La existencia de este tipo de mecanismos explicaría, en opinión de Garnsey (1990), que las frecuentes crisis alimentarias que afectaron al mundo clásico (una cada cinco años en el periodo que va del 123 a. C. al 50 d. C.) no se tradujeran en hambrunas, raras en la antigüedad. Una inscripción en la isla de Samos, en la costa occidental de la actual Turquía nos ofrece otro ejemplo de este tipo de mecanismo, en este caso en una ciudad griega. En esta inscripción se presenta el funcionamiento de un fondo de grano comunitario de suscripción pública. El grano se distribuía dos veces al mes a los ciudadanos de las distintas tribus a partir del mes de Pelusion (Austin, 1981, pp. 198-201).

			Siguiendo en Grecia, Plutarco, recogiendo un relato de Aristóteles, narra cómo Pericles (495-429 a. C.) en su enfrentamiento político con Cimón, que disponía de mecanismos para ganarse a los pobres: «dando de comer diariamente a cualquier ateniense que lo deseara, regalando vestimenta a los ancianos, y quitando las vallas de sus terrenos para que cogiera fruta quien quisiera», recurre a la distribución «de la propia riqueza del pueblo. Y pronto con los premios de los festivales, los salarios de los jurados y otras dietas y dádivas sobornó a la multitud y la utilizó para oponerse al Consejo del Areópago» (Plutarco, Pericles IX, 2-3, citado en Polanyi, 1977, p. 263). Siempre de acuerdo con Plutarco, Pericles también habría hecho uso del empleo público como mecanismo de redistribución de renta impulsando la construcción del Partenón y el Propileo: «en su deseo de que la multitud pacífica de trabajadores no quedase al margen de los ingresos públicos ni obtuviera dietas por la pereza y la holgazanería, propuso con firmeza al pueblo una serie de proyectos de grandes construcciones» (Plutarco, Pericles XII, 5-7, citado en Polanyi, 1977, p. 264). Los sucesores de Pericles ampliarían los mecanismos de redistribución con la creación, alrededor del 410 a. C., de la diobelia (un pago universal de dos óbolos al día) para ayudar a la población desplazada a Atenas desde las zonas rurales como resultado de la guerra. Esta misma cantidad recibían, tras un examen por parte del Consejo para determinar su elegibilidad, los inválidos (adynatoi) (Aristóteles, Constitución de Atenas, LXI, 3, citado en Polanyi, 1977, p. 267).

			También encontramos pautas de redistribución en las ciudades-estados mesopotámicas. Aunque la extensión de estas prácticas de concentración de bienes en el Templo o en el Palacio y redistribución parcial y asimétrica hacia los integrantes de la sociedad es objeto de controversia. Algunos autores (Fox y Zagarell, 1982) han defendido la posibilidad de que las raciones repartidas por parte del Templo y el Palacio cumplieran el papel de debilitar los mecanismos redistributivos (y probablemente las lealtades) basados en el parentesco.

			Cambiando de continente, a partir de fuentes contemporáneas sabemos que en el Extremo Oriente durante la dinastía Ch’in (221 a. C. en adelante) la respuesta ante situaciones de emergencia alimentaria incluía la creación de un sistema de graneros estatales, la puesta en marcha de obras públicas (canales y sistemas de irrigación) para facilitar la distribución del grano, la colonización de nuevas tierras y la distribución de grano, recompensando a las personas que suministraban grano a los graneros públicos con distintos rangos (Yates, 1990). Así mismo, el pensamiento confucionista y su principio de «piedad filial», [image: 13123.jpg], al extenderse más allá de la relación hijo-padre para ampliarse a la relación entre el que gobierna y el gobernado, sitúa a estos en una posición equivalente a la de sus progenitores, y por lo tanto los hace responsables de su bienestar. Tras la instauración en China de la dinastía Han (209-203 a. C.), la intervención pública se manifiesta, entre otros ámbitos, en la creación de un sistema de estabilización de los precios del grano mediante su compra en épocas de abundancia y su venta en épocas de escasez, al tiempo que se mantenían las medidas de apoyo a la población más necesitada señaladas más arriba. Por ejemplo, con ocasión de unas grandes inundaciones producidas en 119 a. C., se obligó a las clases adineradas a suministrar préstamos a los más necesitados (Yates, 1990). Para esta época, la interpretación confucionista de la responsabilidad de los gobernantes en caso de desastres naturales se había convertido en la ideología oficial.

			El antiguo Egipto también se considera como ejemplo de sociedad donde las instituciones de gobierno cumplían un importante papel redistributivo. De acuerdo con la información disponible, los ingresos en especie de los templos superaban sus necesidades de funcionamiento, de forma que existían amplias infraestructuras de almacenamiento que cumplían la finalidad de provisión para los años de malas cosechas. Uno de estos almacenes de grano que mejor se conservan en la actualidad es el del Ramesseum (templo funerario de Ramsés II), en Tebas, con una capacidad para alimentar durante un año a 3.400 familias, la dimensión de una ciudad media de la época (Kemp, 2008)5.

			El hecho de que probablemente el Estado fuera el agente económico más importante en Egipto no significa que no existiese una economía privada. Ciertamente Egipto no era una economía planificada o basada en el mandato, sino una economía donde parte del excedente se dirigía vía impuestos y donaciones a los templos y el Estado. Estos pagos, además de mantener a la población no directamente productiva, constituían una red de seguridad para tiempos difíciles y volvían parcialmente a la población mediante la distribución de bienes (reversión de ofrendas) asociada a los festivales religiosos periódicos que jalonaban el calendario egipcio6. Junto a ello cumplían, en la interpretación keynesiana de Warburton (2000), el papel de generación de demanda efectiva para la economía en la forma de los grandes proyectos de ingeniería civil y religiosa por los que Egipto es actualmente conocido.

			El hecho de que las sociedades antiguas dispusieran de mecanismos de redistribución (por parte del Estado, o por parte de benefactores individuales) con carácter estable o con carácter esporádico, para hacer frente a crisis alimentarias o de otro tipo, reduciendo su impacto sobre la propia supervivencia de la sociedad, es perfectamente compatible con que fueran sociedades tremendamente desiguales, en las que la riqueza y el poder se concentraba en un número muy limitado de personas. Teniendo en cuenta la baja capacidad de generación de excedente económico de las sociedades preindustriales, los niveles de desigualdad existentes, aunque no muy distintos a los que se pueden encontrar en economías actuales como Estados Unidos o Rusia7, se situaban en el máximo posible. Como bien señalan Milanovic, Lindert y Williamson (2007), la desigualdad en el mundo antiguo estaba muy próxima a la desigualdad potencial, esto es, la desigualdad compatible con la reproducción biológica de la sociedad. Ello no impide que sea precisamente esa desigualdad la que hiciera posible la existencia de procesos de devolución de bienes y servicios (o renta) a la población en determinadas circunstancias.

			El hundimiento de los imperios clásicos se manifestará en una fragmentación política y cultural de sus sociedades acompañado de un retroceso tecnológico y económico. Las nuevas circunstancias hacen inviables los antiguos sistemas de redistribución y esta vuelve a centrarse en el plano de una familia más o menos extensa. La redistribución en el ámbito familiar tiene una ventaja y varias desventajas. La ventaja es que al compartir una misma base genética y una proximidad vital y en muchos casos afectiva, la distribución contará con una más fácil legitimación y, por lo tanto, con menor resistencia. En cuanto a las desventajas, por un lado, la posibilidad de redistribución se verá limitada por la capacidad productiva de la unidad familiar, que al ser de menor tamaño que otras unidades de convivencia como los clanes, las comunidades, los reinos o las naciones, será menor (en sentido estricto su excedente será menor). Por otro lado, la familia no siempre puede utilizar estrategias de diversificación del riesgo al depender su producción, normalmente, de las circunstancias específicas del lugar donde mora, algo especialmente importante en economías agrícolas. Como es conocido, una condición necesaria para el funcionamiento de los sistemas de seguros es que las probabilidades de que acontezca determinada contingencia a las distintas personas cubiertas por el seguro sean independientes entre sí. En la medida en que la unidad familiar dependa de la misma actividad productiva no se producirá esta condición de independencia de las probabilidades, ya que, por ejemplo, si sobreviene una sequía o una inundación, esta afectará a las fuentes de ingresos de todos los integrantes de la unidad familiar. De ser así, la subsistencia pasará a depender de la capacidad de ahorro y acumulación de la unidad, que en economías de subsistencia será escasa.

			En este sentido, cabe mencionar que la existencia de mecanismos redistributivos y de aseguramiento ajenos al Estado y al mercado, no se reduce a la familia, sino que también pueden encontrarse, en sociedades no industrializadas, fundamentalmente en países en vías de desarrollo, en otros ámbitos. Así, por ejemplo, la reciprocidad y los lazos sociales constituyen el principal mecanismo de seguro en muchas comunidades rurales de África Subsahariana, en las que los convecinos no solo se encargan de desarrollar mecanismos de financiación —como las asociaciones de ahorro y crédito (Rotating Saving and Credit Associations, más conocidas por su acrónimo anglosajón, ROSCA), o de construir de forma cooperativa diversas infraestructuras (puentes, sistemas de irrigación, etc.)—, sino que mantienen relaciones de reciprocidad por las cuales los hogares de la comunidad que se encuentran en situación de necesidad reciben el auxilio económico de otros en mejor posición, en la confianza de que existirá una correspondencia en el futuro si la situación lo demanda (Dasgupta, 2007). La comunidad amish de Estados Unidos nos ofrece otro ejemplo de este tipo de relaciones que ha sobrevivido hasta nuestros días. En este caso, las relaciones de reciprocidad se extreman hasta tal punto de rechazar la asistencia de los programas Medicare y Medicaid, destinados a la atención sanitaria de mayores y personas pobres, respectivamente, para mantener intactos los lazos sociales que cimentan la comunidad (Marglin, 2008).

			En todo caso, el funcionamiento de este tipo de mecanismos no se encuentra exento de limitaciones. Como en el caso familiar, el potencial redistributivo y asegurador de este mecanismo se encuentra constreñido por la propia comunidad. Así mismo, los lazos que representan la argamasa de estas sociedades tienden a limitar las oportunidades económicas de sus miembros, incidiendo en sus decisiones de natalidad y limitando en gran medida las posibilidades de migración.

			Con el hundimiento del orden romano, la iglesia cristiana y posteriormente el islam (que considera la limosna obligatoria, el azaque, uno de sus cinco pilares básicos) se convertirán en las principales instituciones de redistribución cuando los mecanismos de solidaridad familiar no existen —orfandad, viudedad, etc.— o son insuficientes. De este modo, el concilio de Orleans en 511 sitúa en el ámbito de los obispos la responsabilidad de los pobres y enfermos, a cuyo auxilio debían dedicar una cuarta parte de sus rentas (un tercio de las ofrendas en el caso de las parroquias rurales). El papel de la Iglesia en la asistencia a los pobres se refleja en la llamada diaconía, lista de los pobres mantenidos a costa de esta, con orígenes en el siglo V y que posteriormente pasaría a denominarse matrícula8. Esta institución, sin embargo, no alcanzaba a todas las personas en situación de necesidad, dando lugar a la aparición de una pobreza segmentada entre aquellos con derecho a auxilio estable, los matricularii, y el resto de los indigentes. Tanto Gemerk (1989) como Mollat (1988) nos recuerdan la enorme dimensión que tenía la distribución periódica de limosnas a las puertas del monasterio de Cluny —que dedicaba un tercio de sus rentas a este menester, aunque en otros monasterios, el porcentaje era significativamente más bajo9—. En este monasterio parece que se utilizaba una especie de apadrinamiento de pobres, mediante el cual los monjes asignaban a ciertos donantes un pobre determinado, procediendo a vestirlo y alimentarlo en su nombre (Mollat, op. cit., p. 90). También eran corrientes las limosnas post morten. Así, por ejemplo, el testamento de un ciudadano de Lübeck contemplaba la distribución de limosnas a 19.000 pobres (de una población de alrededor de 23.000 habitantes). Según Mollat (1988), los testamentos de París beneficiaban a entre mil y cuatro mil pobres.

			Con el paso del tiempo, las instituciones religiosas se verán sobrepasadas en su capacidad de asistencia social y aparecerán instituciones civiles que reforzarán el papel tradicional de la Iglesia en este campo. En el siglo XV aparecen numerosas cofradías y mesas de pobres fundadas y administradas por laicos, y empieza a reconocerse el papel del rey en este tipo de acciones. Así, en el Livro da Virtuosa Benfeitoria, de 1418, del Infante Dom Pedro de Portugal (escrito por su confesor Frei João Verb) se defiende que el rey administre los hospitales después de la muerte de sus fundadores. Esa era la naturaleza, por ejemplo, de los Plats dels Pobres de Barcelona, una de las cuales, la de Santa María del Pí, socorría en 1423 a 791 hombres y 758 mujeres (Mollat, 1988, pp. 248-249).

			En todo caso, y como señala Dyer (1989) para el caso de Inglaterra, la información disponible apunta a que la «distribución de limosnas no estuvo a la altura de las exhortaciones del clero. Numerosas organizaciones estaban dedicadas a la caridad, pero gran parte de los ingresos se gastaban en actividades no caritativas (...) la cantidad global de limosnas era baja» (p. 319). Ello probablemente significa que la Edad Media conoció la existencia de otros mecanismos de solidaridad no institucionalizada, ya dentro de la unidad familiar, ya en la comunidad que hizo posible la supervivencia de la población más pobre, en el sentido de Bentham, entendido como aquel «que, para subsistir se ve obligado a trabajar», por no decir la población indigente incapacitada para el trabajo.

			La transformación de la economía moral del Medievo, precapitalista y preindustrial, en una economía de mercado tendrá un impacto importante sobre los riesgos a los que se enfrenta la población y sobre los sistemas de protección existentes. En lo que a esto se refiere, lo primero que hay que señalar es que el capitalismo, como sistema en donde la producción se orienta hacia el intercambio y donde la productividad, y por lo tanto el crecimiento, como ya se encargara de señalar Adam Smith (1776) en el primer capítulo de su Riqueza de las naciones, depende de la especialización y la división del trabajo, es un modo de organización social que potencia la dependencia de los individuos de las decisiones de los demás, y por lo tanto amplía su inseguridad y su vulnerabilidad económica. Así, mientras que en las economías de autosubsistencia la dependencia de los individuos es fundamentalmente dependencia de las condiciones de la naturaleza, en las economías de mercado los sujetos pierden autonomía productiva para pasar a depender de las decisiones de agentes económicos extraños. Esta mayor dependencia dará lugar también, con el tiempo, a mayores demandas de seguridad económica.

			Pero el capitalismo, además de aumentar necesariamente la dependencia de los individuos, fomenta el cambio, cual «ola de destrucción creadora» en la acertada metáfora de Schumpeter, erosionando simultáneamente los mecanismos de protección o redes de seguridad existentes en las sociedades preindustriales. Esa conjugación de aumento de las demandas de seguridad y destrucción de los sistemas de protección preindustriales sería así uno de los factores que explicaría la necesidad objetiva, o funcional si se prefiere, del EB10.

			En este sentido, aunque en los países de la Europa noroccidental las familias extensas nunca fueron la norma (Hajnal, 1982), sí existían, como hemos visto más arriba, redes de seguridad provistas por las comunidades locales, o parroquias. De ello es un buen ejemplo la primera de las leyes de pobres británicas promulgadas en 1601, en donde se hace explícita la obligación de estas de hacerse cargo de sus pobres incapacitados (viejos y enfermos) en alms houses, y de dar trabajo a los que estaban en buenas condiciones físicas en los homes of correction11, así como las numerosas intervenciones en la fijación de precios de los productos alimentarios (Fogel, 1989), o la concesión de subvenciones para facilitar el acceso a una alimentación suficiente, como la llamada Ley de Speenhamland de 1795, con el propósito de impedir la aparición de hambrunas12. Estas intervenciones no se pueden considerar en modo alguno marginales si tenemos en cuenta, como apunta Dauton (1995), que en 1776, precisamente la fecha en la que se publica La riqueza de las naciones, en Inglaterra y Gales, los gastos asociados al mantenimiento de pobres equivalían al 2% de la renta nacional, absorbiendo el 19% de los ingresos directos del Estado.

			Sin embargo, estos sistemas de protección se fueron desvirtuando a lo largo del siglo XIX, tanto por la insuficiencia de los entes locales para financiar una demanda creciente de sus servicios de protección, como por la aparición de nuevos colectivos de indigentes (antiguos agricultores, trabajadores en paro, antiguos artesanos desplazados por la industrialización de sus oficios, etc.)13, por el cambio de actitud del Estado y la sociedad hacia los pobres, que conduce a una «culpabilización» de la pobreza, y por la dificultad de conciliar su existencia con la necesidad de crear un auténtico mercado de trabajo. Este proceso de deterioro culminaría, entre otros hechos, con la abrogación de la Ley Speenhamland en el mismo año en que se promulgaba una nueva Ley de Pobres, 1834, que nace con el declarado propósito de estigmatizar a los demandantes de protección y asociar el derecho a la prestación social a la aceptación de unas condiciones de vida altamente desagradables14. En palabras de un funcionario de la corona de la época: «Nuestra intención es convertir los asilos para pobres en lo más parecido posible a una prisión» (citado en Lis y Soly, 1982, p. 219).

			En este contexto de hostilidad hacia la asistencia social a las personas en situación de necesidad, la puesta en marcha de intervenciones públicas correctoras de los excesos resultantes de las primeras décadas de industrialización quedaba reducida a iniciativas personales y de pequeña escala como las del socialista Robert Owen en el pueblo de New Lanark, en Escocia15.

			Esta eliminación, o marginalización de las intervenciones locales protectoras, junto con la ruptura de las redes sociales familiares producto de la urbanización, y la progresiva sustitución de la «economía moral del pasado» por la «racionalidad económica del presente capitalista», en palabras de Hobsbawm (1977, p. 85), creará un vacío que no se cubrirá hasta que culmine, con el EB, el proceso que arranca con las primeras medidas legislativas de protección social que tienen lugar con el cambio de siglo XIX al XX. Según estimaciones de Lindert (1994), en 1880 los países donde las transferencias sociales habían alcanzado una mayor (si bien todavía escasa) importancia eran Noruega (1,07% del PIB) y Dinamarca (0,96%), con valores superiores a los de Alemania (0,50%) o Gran Bretaña (0,86%), países tradicionalmente considerados como los pioneros de la política social. De hecho, el conocido sistema bismarckiano de seguridad social prácticamente no implicaba al presupuesto público (0,09% del PIB en 1900), mientras que el sistema danés suponía un 0,38%. Habrá que esperar así hasta la posguerra para que Alemania se sitúe a la cabeza de los países occidentales en términos de protección social, llegando al 5% del PIB en 1930, seguido por el recién creado Estado Libre Irlanda (3,8%), los países escandinavos (entre 2,4 y 3,4%) y Gran Bretaña (2,6%). Poco más de medio siglo más tarde, los gastos en protección social y educación en Europa alcanzaban una tercera parte de su producción. Todo ello en un contexto en el que el mercado había triunfado como mecanismo de asignación y organización económica y social. Junto con el extraordinario crecimiento económico que tiene lugar tras la Segunda Guerra Mundial, el crecimiento del gasto social vinculado a la construcción del EB probablemente sea el factor principal de generalización del bienestar de las economías, mayormente europeas, actuales: el mecanismo que permite distribuir ese crecimiento, por distintas vías —que van desde la provisión de servicios públicos centrales para el bienestar, como la salud, la educación y, en menor medida, la vivienda—, a la puesta en marcha de diferentes mecanismos de mantenimiento de ingresos (prestaciones por desempleo, pensiones, etc.).

			
				
					1 Por ejemplo, si nos centramos en la habilidad como cazador, entre los achés de Paraguay la diferencia de rendimiento en actividades de caza entre los mejores y peores cazadores es de 5 a 1 (Hill et al., 1987).

				

				
					2 Arsuaga (1999), p. 218, y http://humanorigins.si.edu/evidence/3d-collection/f-shanidar-1.

				

				
					3 Una historia similar, aunque más cercana en el tiempo, la encontramos en el yacimiento Romito II (Calabria) en Italia, donde un niño del Paleolítico Superior con enanismo genético (displasia acromesomélica) habría sobrevivido hasta los 17 años a pesar de su discapacidad (Manchester, 1987). Estos y otros ejemplos de este tipo de conductas se pueden encontrar en Spikins, Rutherford y Needham (2010).

				

				
					4 El historiador germano-estadounidense Karl August Wittfogel (1896-1988) acuñó la denominación civilizaciones hidráulicas para referirse, a las sociedades agrícolas con un fuerte poder y burocracia centralizada encargada del desarrollo de obras hidráulicas para controlar la irrigación de los campos agrícolas y las inundaciones (Wittfogel, 1956). Según este historiador, tanto el Imperio inca, como Egipto, Mesopotamia, la cultura cingalesa de Sri Lanka, China o la civilización del valle del Indo se podrían considerar como civilizaciones hidráulicas.

				

				
					5 El debilitamiento del poder del faraón en los últimos años del reinado de Pepi II, que daría paso al denominado Primer Periodo Intermedio (2181-2055 a. C.), afectó al funcionamiento estabilizador de los sistemas de graneros, inaugurando un periodo de mayor riesgo alimentario, de forma que los menores impuestos pagados por la población no derivaron en una ganancia de bienestar (Wilke, 2000).

				

				
					6 En la Sala Festival del templo de Tutmosis II (1479-1425 a. C., en Karnak hay una lista de 54 festividades en un año. Algunas de ellas, como el Festival de Opet duraba de dos a cuatro semanas (Shaw y Nicholson, 1995). 

				

				
					7 Por ejemplo, Milanovic (2006) estima el Índice de Gini (una medida de desigualdad que toma valores entre cero, igualdad plena, y la unidad, máxima desigualdad) en Bizancio, a finales del primer milenio, era de 0,43, ligeramente superior a la existente en Estados Unidos, pero muy por debajo de los valores próximos a 0,60 de Sudáfrica, Bolivia o Brasil. 

				

				
					8 En Ravena se conocen listas de pobres entre 522 y 532, antes de 470 en Reims, en Laon hacia 520, en Cleremont alrededor de 556 y en Tours hacia 585. En el siglo VI existían matrículas en todos los núcleos urbanos importantes. En Metz, por ejemplo, a mediados del siglo VII las matrículas de la zona incluían a 726 personas (Mollat, 1988).

				

				
					9 Dyer (1989) menciona el 2% como el porcentaje más habitual en la Inglaterra de principios del XVI.

				

				
					10 Esta línea argumental se puede mantener sin recurrir a una imagen de las sociedades preindustriales, que algunos autores han calificado de «romántica», en donde tales redes de seguridad estaban suministradas por las familias, entendidas de forma extensiva, por los gremios y por la comunidad.

				

				
					11 En este sentido, Williamson (1991) señala, basándose en distintas referencias, que este tipo de ayudas estaban lejos de ser esporádicas, como parece indicar el que en el siglo XVIII el 20% de los hogares ingleses recibiera algún tipo de ayuda, o el que en términos relativos con respecto al presupuesto estatal, los programas de protección social del estado de Nueva York tuvieran, al comienzo del siglo XIX, un peso equivalente al de los programas sociales en el presupuesto federal de Estados Unidos en la actualidad.

				

				
					12 La Ley de Speenhamland tenía como objetivo ajustar la asistencia que recibían los trabajadores pobres, con el propósito de igualar los salarios, el precio del pan y el tamaño de familia; de forma que cuando la hogaza de pan «cueste un chelín, entonces cada pobre tendrá para su sustento 3 chelines por semana, concedidos bien en razón de su trabajo o el de su familia, bien como subsidio extraído del impuesto de los pobres (...)». En Polanyi (1944), cap. 7, y en Lis y Soly (1982), cap. 5.4, se pueden encontrar interpretaciones alternativas sobre el impacto de esta ley sobre la formación del mercado de trabajo.

				

				
					13 Así, según estimaciones recogidas en Lis y Soly (1982), los gastos de asistencia social en Inglaterra eran en 1784 un 60% más elevados que en 1760. Por otra parte, según estimaciones de diversos autores recogidas por Lindert (1991), la participación de los gastos en asistencia social en el PIB pasaría de ser entre 1,2% y 1,5 % en el periodo 1685-1690, a 2,0% en 1802-1803, para caer al 1,1% en 1850, al 0,8% en 1879 y a 0,5% en 1899.

				

				
					14 Como señala Geremek (1986, p. 256): «La “nueva ley sobre los pobres” puede considerarse como la plena victoria del principio del sometimiento de la asistencia social a los intereses del mercado de trabajo: el rigor de los medios represivos debía acrecentar la atracción del trabajo». En este sentido, es interesante observar que mientras que el debate sobre la asistencia a los pobres se centra en la distinción entre los pobres meritorios y los pobres de conveniencia (aquellos que pudiendo trabajar no lo hacen), la realidad de la época parece confirmar que una mayoría de estos eran menores o ancianos, miembros, por lo tanto, sin duda alguna, del primer grupo.

				

				
					15 Aparte de introducir relevantes mejoras en las condiciones de trabajo y de vida de sus empleados, Owen puso en marcha a principios del siglo XIX el que posiblemente constituya el primer seguro de desempleo de la historia moderna, consistente en seguir pagando a sus trabajadores pese a que las fábricas textiles tuvieron que parar su producción ante la suspensión de las exportaciones de algodón procedente de Estados Unidos (Santos Redondo, 2003).
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			DETERMINANTES DEL ESTADO DE BIENESTAR

			En el capítulo anterior se argumentaba que la historia de la especie humana estaba unida, desde sus orígenes más remotos, a distintas formas de solidaridad o redistribución que hicieron posible la subsistencia de la población en aquellas circunstancias (frecuentes) en las que, bien por incapacidad de generar con su trabajo la producción necesaria, bien por causas externas a la persona o a la unidad familiar, el producto del trabajo individual o familiar no resultaba suficiente para cubrir sus necesidades básicas. Obviamente, han existido situaciones en las que la insuficiencia de recursos ha derivado en la desaparición de parte (o toda) una sociedad. Jared Diamond (2005), en su libro Colapso, recoge de forma didáctica algunos ejemplos de hundimiento de sociedades enteras como resultado de la superación de la capacidad de sustentación ecológica de las tierras que habitaban. En otros casos, como en algunas de las grandes hambrunas del siglo XX, los ajustes demográficos a la baja, la reducción de la población fruto del aumento de la tasa de mortalidad asociada a la desnutrición, será reflejo no de una falta de recursos, en este caso alimentos, sino de la desaparición de los mecanismos (ya sea mediante la producción, su compra en el mercado o su participación en sistemas de redistribución) que hacían posible el acceso a tales recursos de ciertos grupos de población (Sen, 1981). La supervivencia en el tiempo de la especie y su éxito a la hora de colonizar prácticamente todos los ecosistemas del planeta ponen de manifiesto que tales mecanismos de protección frente al riesgo han funcionado a largo plazo, aunque no siempre fueran exitosos en situaciones históricas concretas.

			Como ocurriera con los procesos de sedentarización y cambio de organización social vinculados a la revolución agrícola, la consolidación de la economía de mercado va a suponer una modificación radical en el funcionamiento de las sociedades que trascenderá a los propios cambios en las formas y tecnologías productivas, ese Prometeo desencadenado en adecuada metáfora del historiador británico David Landes (1979), que fue la Revolución industrial, alcanzando a la propia esencia de las sociedades que la protagonizaron.

			Por un lado, las transformaciones experimentadas en la capacidad productiva de aquellos países en donde el mercado se consolida de forma más temprana como sistema dominante de asignación económica, van a dar lugar a la puesta en marcha de un proceso continuo de crecimiento económico sin parangón en la historia de la humanidad, tanto por su intensidad como por su duración. Hasta el triunfo del capitalismo, con frecuencia se habían producido brotes de crecimiento económico en distintas partes del globo que dieron lugar a sociedades razonablemente sofisticadas en términos de producción y organización social. Pero dichas sociedades habrían terminado, antes o después, por estancarse y desaparecer con el paso del tiempo. En esta ocasión, sin embargo, la conjunción de cambio de organización social y desarrollo tecnológico acelerado pondrá en marcha un proceso de crecimiento al que se suman cada vez más países (Brasil, China, India, etc.) que, aunque sujeto a ciclos, no parece mostrar signos de agotamiento tras dos siglos y medio de existencia, salvo, y esta es una cautela importante, por dos cuestiones que detallamos a continuación.

			El primero de los riesgos potenciales a los que se enfrentaría la economía a largo plazo serían los peligros medioambientales vinculados al cambio climático y la crisis ecológica y sus implicaciones sobre el crecimiento económico que ha sustentado el desarrollo del EB.

			El segundo riesgo, que también operaría a largo plazo, es la posibilidad, planteada por el economista David J. Gordon, de que estemos próximos a agotar la ola de cambio técnico que hizo posible el crecimiento en los últimos dos siglos. Como señala Gordon (2012), prácticamente no hubo crecimiento antes de 1750, y no hay garantía de que el crecimiento continúe indefinidamente, sugiriendo que muy bien podría ocurrir que el crecimiento de los últimos dos siglos sea un episodio aislado de la historia de la humanidad. Paralelamente, y sorprendentemente, en una de esas paradojas a las que nos tienen acostumbrados los economistas, algunos científicos sociales argumentan que estamos viviendo las primeras fases de una nueva y gran revolución tecnológica que puede alterar el papel del trabajo humano, como complemento indispensable del capital, en el proceso productivo. En cuyo caso el problema no sería la falta de crecimiento, sino la necesidad de diseñar nuevas formas de participación en el producto de aquel factor, el trabajo, ahora menos necesario como resultado de la creciente sustitución de mano de obra por capital. En el capítulo 9 trataremos esta cuestión con mayor detalle.

			Las transformaciones tecnológicas y el continuo rediseño de las instituciones sociales que conviven y modelan el mercado, han dado lugar con el paso del tiempo a formas relativamente distintas de capitalismo. Probablemente, una buena forma de acercarnos a dichas formas, y al papel que el EB tiene en su definición, sea volviendo a las primeras páginas de los antiguos manuales de economía que definía a esta como la disciplina que estudia la forma en la que las distintas sociedades se enfrentan con el problema económico de qué producir, cómo producirlo y para quién. Siguiendo a viejos maestros como Heilbroner (1962) sabemos que dicho problema se puede afrontar, con mayor o menor acierto, mediante distintos mecanismos de toma de decisiones: la jerarquía, la tradición o los valores y el mercado. De hecho, como elaborarían posteriormente Galbraith (1985), Boulding (1989) o Anisi (1992), en cada caso, estaríamos en presencia del uso dominante de una fuente distinta de poder: la planificación (capacidad de influir en el comportamiento de los demás mediante órdenes), los valores o costumbres (capacidad de influir mediante el convencimiento) y el dinero. Estas fuentes de poder otorgan a quien lo ejerce capacidad para decidir qué, cómo y para quién producir. Obviamente, la consideración de estas tres formas de organización social y tres fuentes de poder no es sino una simplificación de la realidad, ya que en todos los sistemas sociales las tres formas de poder han convivido en ámbitos diferentes de la vida y con diferente grado de dominancia.

			En este capítulo nos interesa reflexionar sobre qué factores contribuyen al cambio de equilibrio de poder que, de forma generalizada entre los países desarrollados, se produce en el segundo tercio del siglo XX en favor de la jerarquía (Estado), y que se traduce en que una parte creciente, aunque no mayoritaria, de la actividad económica pase de una u otro modo por los mecanismos de asignación del sector público, bajo la forma de lo que se conoce como EB16. Una vez introducidos dichos factores, en el siguiente capítulo se estudiará cómo esa generalización y aumento del peso de la acción pública en la provisión de los bienes y servicios vinculados al EB es perfectamente compatible con la aparición de modos o formas de EB de muy distinta ambición y estructura y se ofrecerá una taxonomía de este.

			Dentro de los cambios que propiciaron la aparición y consolidación de los EB, y sin pretender por razón de espacio presentar un recorrido histórico de su construcción17, en estas páginas se discuten cuatro factores que consideramos jugaron un papel importante y global en la construcción de los EB (Muñoz de Bustillo, 2000): (1) la ruptura con los sistemas de organización social y sus redes de seguridad, que supone esa Gran Transformación, que en palabras de Karl Polanyi (1944) significó la consolidación de la economía de mercado asociada a la Revolución industrial, (2) la aparición, con el cambio de siglo y el triunfo de la Revolución rusa de sistemas de organización social alternativos, basados en criterios de asignación y distribución distintos del mercado, con lo que el capitalismo pierde su condición de «monopolio social», (3) el cambio de interpretación del funcionamiento de la economía y del papel del sector público en el manejo de las crisis económicas que se produce en la década de 1930 con el triunfo del keynesianismo, y (4) la aparición de alternativas críticas al funcionamiento del libre mercado y sus resultados en términos distributivos dentro de los países capitalistas (el elemento ideológico).

			La ruptura con el pasado

			Aunque en las últimas décadas se haya realizado una profunda revisión del sentido y características de la Revolución industrial, pasando de considerarla como algo que hace eclosión en un periodo relativamente corto de tiempo, a pensar en ella en términos de un proceso más pausado y extendido en el tiempo, casi con matices evolucionistas, interpretándola como la culminación de un relativamente largo periodo de protoindustrialización, lo que no se pone en duda es que entre el último cuarto del siglo XVIII y la primera mitad del XIX se consolida un cambio radical de la organización económica y social en los países que constituyen en la actualidad la vanguardia de la economía mundial (con excepción de Japón, con su cronología propia), con un impacto sin precedentes (al menos desde el Neolítico, con la aparición de la agricultura) en la forma de vida de las gentes.

			De todos los cambios parejos a la consolidación y generalización en las economías occidentales de mercado como forma de organización social, hay tres aspectos que están claramente relacionados con el tema que nos ocupa: ¿Cuál fue el impacto de la Revolución industrial sobre las redes de seguridad existentes en las sociedades preindustriales? ¿Cuál fue su efecto sobre el nivel de vida de los trabajadores? ¿Cuál fue su influencia sobre la distribución de la renta? En la medida en que el cambio de sistema destruya las redes de seguridad existentes en el pasado, aumente la vulnerabilidad económica de los individuos o genere diferencias crecientes en el acceso a los frutos del crecimiento económico, mayores serán también tanto la necesidad objetiva de mecanismos alternativos de protección como las demandas populares y políticas en su favor.

			En lo que al primer tema se refiere, como se ha señalado más arriba, el capitalismo, como sistema en el que la producción se orienta hacia el intercambio y donde la productividad, y por lo tanto el crecimiento, depende de la especialización y la división del trabajo, es un modo de organización social que potencia la dependencia de los individuos de las decisiones de los demás, y como consecuencia amplía su inseguridad y su vulnerabilidad económica. Si, como señalara Adam Smith en La riqueza de las naciones, lo que caracterizó en su momento (y ahora) al capitalismo es la puesta en marcha de mecanismos de división del trabajo, entonces el desarrollo del mercado significa que las personas pasen a depender de forma creciente de decisiones tomadas por los demás (emplearlos o no, comprar este bien o aquel, etc.). Mientras que en las economías de autosubsistencia, el individuo, a costa de un menor acceso a bienes y servicios por su menor capacidad productiva, no depende de otras personas, ya que su subsistencia depende de su propia producción (junto con los avatares de la naturaleza), en una economía de mercado las personas, al dedicarse progresivamente a actividades más especializadas, pasan a depender de forma creciente de los demás tanto en su calidad de consumidores como de productores. De hecho, el proceso de globalización se puede entender como un paso más en esa dinámica de aumento de la dependencia, en el sentido de que crecientemente esta traspasa las fronteras del Estado-nación. En palabras del historiador Williamson (1991): «a finales del siglo XIX la pobreza pasó a ser un fenómeno más sujeto a las fluctuaciones de mercado según los agentes económicos pasaban a ser más dependientes de las fuerzas del mercado como fruto de su propio desarrollo, de los cambios tecnológicos y de la división del trabajo, y como producto de la reducción de la posibilidad de llevar a cabo actividades secundarias» (p. 124). Un efecto este que era conocido por los ensayistas de la época, como dan fe las palabras de Engels (1845): «Pero mucho más desmoralizador aún que la pobreza es el efecto que tiene sobre los obreros ingleses la incertidumbre de su situación vital, la necesidad de vivir al día de su salario (...) También nuestros pequeños campesinos en Alemania son en gran medida pobres y a menudo sufren estrecheces, pero dependen menos del azar, por lo menos tienen algo firme» (p. 371).

			Ello, junto con la erosión de los mecanismos de protección o redes de seguridad existentes en las sociedades preindustriales, al fallar su base económica por el cambio estructural y su base social por la urbanización, explicaría la necesidad objetiva, o funcional si se prefiere, del EB.

			Sin embargo, se podría argumentar, tal eliminación de las redes de protección no tendría por qué haber afectado de forma importante al bienestar de la población si, paralelamente, se produce, gracias al crecimiento de la renta asociado a la Revolución industrial, una mejora en el nivel de vida de los trabajadores que les permita hacer frente, individual o familiarmente, a la creación de sus propios mecanismos de seguridad mediante el ahorro o la suscripción de seguros privados. Con ello entramos en un tema, el impacto de la Revolución industrial en el nivel de vida de los trabajadores, todavía no resuelto por la historiografía moderna a pesar de los ciento cincuenta años que han transcurrido desde su inicio18. En todo caso, atendiendo a las investigaciones sobre el tema, se puede decir (Hobsbawm, 1964, 1977; Rule, 1986) que la revolución industrial tiene una primera fase, que cubriría grosso modo el último cuarto del siglo XVIII y la primera mitad del XIX, en donde el impacto sobre el nivel de vida de los trabajadores muy probablemente fuera negativo19, aunque sin llegar a niveles de pauperización «asiáticos», para, a partir de entonces, empezar una senda creciente hasta nuestros días, de la que no es ajena la acción sindical y la propia intervención pública.

			En todo caso, aun si se produce una mejora en el nivel de vida, como así ocurre una vez superadas las primeras fases del cambio estructural y económico asociado a la industrialización y la consolidación del capitalismo, desde el momento que el concepto de pobreza es un concepto en gran medida relativo, cabría preguntarse cuál fue el impacto de dichos cambios sobre la distribución de la renta. Ya que si aun en un contexto de mejora creciente del nivel de vida para el conjunto de la población se produce un aumento de la desigualdad, este puede actuar como desencadenante de demandas de actuación compensatoria por parte del sector público o reivindicaciones laborales.

			En lo que a esto respecta, los historiadores parecen estar de acuerdo en que existe suficiente evidencia como para asegurar que la mayor parte de los países industrializados vieron aumentar la desigualdad en la distribución de la renta en el siglo XIX20, antes de que se produjera un cambio de tendencia con el cambio de siglo. Así, en Inglaterra, el crecimiento de la desigualdad se puede fechar alrededor de 1760, alcanzando su máximo un siglo después, mientras que en Estados Unidos, el crecimiento de la desigualdad coincide con el comienzo de su crecimiento económico moderno al inicio del siglo XIX, no apareciendo tendencias de signo contrario hasta el cambio de siglo21, en Suecia el aumento de la desigualdad se produce al menos entre 1870 y la Primera Guerra Mundial, estabilizándose hasta 1930, para reducirse a partir de esa fecha (Soderberg, 1991). La misma conclusión se alcanza en el caso de Bélgica (Scholliers, 1991) y Alemania (Dumke, 1991), en este último país entre 1850 y 1913, coincidiendo con su periodo de industrialización clásica.

			Este aumento de las diferencias no se limita solo a la renta, también se extiende a otros muchos aspectos de la calidad de vida de las personas, desde la educación, la calidad de vivienda, sometida para gran parte de la población a un proceso de deterioro progresivo como resultado del fuerte aumento de la urbanización y la insuficiente inversión pública en infraestructuras urbanas, o la enfermedad y la muerte. En lo que a este aspecto se refiere, la evidencia disponible parece indicar que el siglo XVIII conoce con respecto al periodo anterior, de diferencias menos pronunciadas entre clases sociales (en especial en lo que se refiere a epidemias), un aumento de las diferencias de morbilidad y mortalidad que alcanzaría su máximo entre 1860 y 1880, en la medida en que solo las clases altas se benefician de los avances médicos, higiénicos y urbanísticos (Burstrom y Bernhard, 2001, Riley, 2001, Schultz, 1991, Corsini y Viazzo, 1993).

			A modo de conclusión podemos señalar que la consolidación de la economía de mercado va a poner en marcha un proceso de eliminación de las redes de protección social preindustriales, en un contexto en el que «la experiencia, tradición, sabiduría y moralidad preindustrial no proporcionaban una guía adecuada para el tipo de comportamiento idóneo en la economía capitalista» (Hobsbawm, 1977, p. 85), junto con una probable, aunque ligera, reducción en el nivel de vida, en una primera y limitada etapa, y un aumento de las diferencias en el acceso a los frutos del crecimiento que se mantiene durante la mayor parte del siglo XIX. Estos hechos, que no hay que entender como resultados inevitables del proceso de crecimiento, en la medida que todavía está lejos de probarse que el aumento de la desigualdad sea necesario para fomentar los procesos de acumulación, sino fruto, entre otros factores, de las opciones y políticas de laissez faire dominantes en la época, van a dar lugar a la aparición de demandas de seguridad y protección social, por un lado, y van a fomentar la aparición de instituciones sociales, como los sindicatos y movimientos ciudadanos liberales, que con el tiempo se convertirán en protagonistas de la construcción del EB.

			Dicho esto, es importante señalar que de la aparición de tales necesidades sociales no se debe deducir de forma automática la puesta en marcha de sistemas públicos para su cobertura, al igual que el aumento de la desigualdad de la renta no tiene por qué generar presiones de intervención compensadora del Estado en materia de política social. Ello explica que en distintos países se dieran respuestas diferentes a las mismas, de ahí la variedad de EB. Estados Unidos es paradigmático en lo que a esto se refiere, en la medida en que, siendo, de los países desarrollados, el que presenta una mayor desigualdad de ingresos, es también el país con una menor demanda social de intervención pública al respecto. Las encuestas señalan que los estadounidenses rechazan la puesta en marcha de acciones encaminadas a igualar los resultados obtenidos en el mercado (aunque apoyan las dirigidas a igualar las oportunidades), de igual forma que consideran que las diferencias salariales existentes (las mayores de los países desarrollados) se ajustan a las que deberían existir22. Así, por ejemplo, de acuerdo a los resultados de la encuesta correspondiente a 2009 del International Social Survey Program, dedicada en esta ocasión a desigualdades de renta, Estados Unidos era el país en el que un menor número de ciudadanos estaban de acuerdo o muy de acuerdo en que sea responsabilidad del gobierno reducir las diferencias de ingresos entre personas con ingresos elevados y aquellas con ingresos reducidos, con tan solo un 31,3% de apoyo, seguido a cierta distancia por Nueva Zelanda (41,1%), Japón y Australia (algo más del 50%). En el extremo opuesto, los resultados alcanzaban el 80% en España (donde el nivel de ingresos del entrevistado no afecta al sentido de la respuesta), 88% en Rusia, y más del 90% en Eslovenia o Portugal23.

			En lo que a esto respecta, distintos autores (Alesina y Rodrick, 1994; Persson y Tabellini, 1994; Meltzer y Richard, 1981, o Saint-Paul y Vervier, 1991) han planteado la posibilidad de que la combinación de desigualdad en la distribución de la renta y democracia pueda conducir a un mayor peso del gasto social en el PIB, que, de financiarse mediante impuestos directos, beneficiaría a los estratos de población menos favorecidos (probablemente más numerosos cuanto menos igualitaria sea la distribución)24. El historiador de la economía Peter Lindert (1996) ha procedido a contrastar esta hipótesis para un conjunto de diecinueve países desarrollados (periodo 1962/1965-1978/1981) a partir de dos indicadores distintos de distribución: uno basado en la suma de la brecha existente entre la participación en la renta del segmento de población más rica (5.ª quintila o el 20% de la población con mayor renta) y la renta del segmento medio (3.ª quintila), y la brecha entre la participación en la renta del segmento medio de población y el segmento de renta más pobre —1.ª quintila— (lo que equivale a la brecha total entre la 5.ª y 1.ª quintila de población), y otro definido como la diferencia de los cocientes anteriores, que recogería hasta qué punto la participación en la renta total del segmento de población medio (3.ª quintila) está más cerca de la renta de la población más rica (participación de la 5.ª quintila) o más pobre (1.ª quintila). Este último indicador se puede interpretar en términos de afinidad social, de forma que, cuanto menor sea, previsiblemente mayor será la cercanía social subjetiva de los integrantes de la quintila media con respecto a la quintila superior, y menor su disposición a poner en marcha mecanismos de redistribución. Los resultados obtenidos por Lindert avalan la hipótesis de que el gasto social responde positivamente a este último indicador (menor afinidad social, menor gasto social), un elemento que muy bien podría estar detrás del «excepcionalismo» americano (país caracterizado en la época de construcción del EB por una fuerte distancia de renta entre la quintila media y la primera)25.

			En el capítulo 4 tendremos oportunidad de explorar con más detalle la vinculación entre distribución de la renta y EB.

			La aparición de alternativas

			El segundo de los elementos a considerar a la hora de explicar el nacimiento del EB es el impacto que la aparición de alternativas globales a la economía de mercado haya podido tener en la redefinición de los objetivos del Estado, con el propósito de limar los resultados menos atractivos derivados del funcionamiento del mercado y de ese modo aumentar su legitimación y conjurar el peligro de triunfo de alternativas revolucionarias.

			Se puede decir que en el proceso de implantación de la economía de mercado su principal resistencia provenía de las instituciones y modos de comportamiento económico y social que pretendía sustituir, ya fueran gremios, formas de producir (los disturbios luditas en Inglaterra de 1811-1816, la cuestión de la selfactinas en el textil catalán de 1853-1854, etc.), grupos de presión locales que se resistían a perder privilegios legislativos ante la necesaria creación de un mercado único, o clases sociales que no se resignaban a perder su influencia política. De ahí que no sea de extrañar que la consolidación del mercado exigiera la existencia de un Estado lo suficientemente fuerte como para imponer tales transformaciones. Sin embargo, no existían propuestas de modelos alternativos de organización social contra las que tuviera que medirse el mercado. Tales alternativas se reducían a las propuestas de impacto «limitado» de los socialistas utópicos, como Fourier (1808) con sus falanges y falansterios, u Owen, con su modélica fábrica de New Lanark en Escocia, en un primer momento, y New Harmony en su etapa estadounidense (1824-1829), en donde, entre otros avances sociales, el horario de trabajo era significativamente más corto y se obligaba a la escolarización parcial de los niños.

			Sin embargo, con el paso del tiempo se producen dos cambios importantes en lo que a este aspecto se refiere. Por un lado, aumenta la militancia sindical, apareciendo lo que se pasará a conocer como «nuevo sindicalismo», o sindicalismo de clase, si se prefiere, con un énfasis en la generalización y apertura de los sindicatos hacia todos los colectivos de trabajadores. Así, entre 1889 y 1890, tanto Gran Bretaña como Alemania ven incrementada su afiliación sindical en alrededor del 90%, produciéndose también un gran salto en otros países como Noruega, Suecia, Suiza, Holanda y Austria entre 1903 y 1905 (Geary, 1992) o en Estados Unidos en los periodos 1917-1920, 1933-1937, 1941-1945 (Ashenfelter y Pencavel, 1969), pasando del 3% del empleo civil en 1900 al 25% en 1952 (Bersntein, 1954). Este aumento en afiliación va acompañado de un aumento en su capacidad para influir sobre el desarrollo de los acontecimientos políticos y de la aparición de una «conciencia de clase», que, en palabras de Chamberlin (1906), se manifiesta en «el convencimiento, nacido por primera vez en las clases trabajadoras, de que su salvación social está en sus propias manos» (citado en Hobsbawm, 1984, p. 257)26.

			Paralelamente, se produce una creciente implicación del gobierno en los asuntos laborales, consciente de que los conflictos laborales generaban impactos negativos que trascendían a los sectores en los que tenían lugar, al afectar a la economía nacional, y conocedores del impacto que la posición de los sindicatos podría tener en los resultados electorales27.

			Esta creciente influencia de los trabajadores en el diseño de la todavía marginal política social, bien mediante los mecanismos de presión propios de los conflictos laborales y la lucha política, bien al incentivar la actuación compensatoria del Estado para restar argumentos a los partidos revolucionarios, se refleja perfectamente en el discurso que realizara Bismarck ante el Reichstag en 1884, en donde señala que «si no hubiera un partido socialista ni muchas gentes asustadas por ese partido, no existirían los pocos avances que hemos realizado en el campo de las reformas sociales» (Rubio, 1991, p. 129). El impacto que el nacimiento de movimientos obreros crecientemente influyentes tuvo sobre muchos gobiernos occidentales a la hora de poner en marcha reformas sociales para conservar la lealtad de las masas (Joll, 1976), se evidencia también en el caso español, en donde el que llegaría a ser el presidente fundador del Instituto de Reformas Sociales, Gumersindo de Azcárate, consideraba que la legislación social suponía «embarcarse en un lento camino de reforma a fin de evitar el violento de la revolución» (Martín, 1990, p. 112)28. En este sentido, es interesante señalar que las medidas legales que fijan un tope máximo a la jornada laboral en nuestro país, en su origen se limitaban a aquellos sectores con fuerte presencia sindical, como el minero, el textil, la construcción o la panadería, y que el establecimiento formal de una jornada de ocho horas no se produjo hasta 1919 y 1920 en un momento de conflictividad social sin parangón (Martín, 1990).

			En este contexto, el triunfo de la Revolución de Octubre supondrá la aparición de un modelo alternativo radical a las economías de mercado, lo que no hará sino potenciar las actuaciones compensadoras del Estado con el objetivo de conseguir una mayor lealtad de la población al sistema de mercado, y restar argumentos a las organizaciones, tanto políticas como sindicales, que proponían sistemas alternativos de organización social, ya fueran de izquierda o nacionalistas.

			Así, el senador Garrison de Estados Unidos, en su comentario a la aprobación de la National Labour Relations Act (5 de agosto de 1935), que reconoce los derechos de sindicación y negociación colectiva, señala que la misma debería considerarse «como una medida de seguridad, porque pienso que el trabajo organizado en este país es nuestra defensa contra el comunismo y otros movimientos revolucionarios» (citado en Rubio, 1991, p. 124)29. Esta posición dará lugar, con el paso del tiempo, a la doble estrategia estadounidense de welfare en casa y warfare en el exterior.

			El historiador marxista británico John Saville realiza una lectura similar de la estrategia del ala izquierdista del Partido Liberal, responsables en su opinión de retrasar en varias décadas el nacimiento del Partico Laborista en el Reino Unido, aludiendo a un controvertido discurso de Chamberlain en el que se preguntaba: «qué rescate está dispuesto a pagar la propiedad (dueños de los medios de producción) por la seguridad de la que disfruta» (citado en Saville, 1957-1958, p. 14). Posteriormente, según su biógrafo, Chamberlain se arrepentiría de haber utilizado la palabra rescate, que iba más allá de lo que pretendía señalar, que era que «la propiedad privada tenía que pagar para ser tolerada».

			Un planteamiento similar se recoge en la última sección de la Teoría general, dedicada, precisamente, a la filosofía social que alimentaría los planteamientos teóricos desarrollados en el libro, en la que Keynes señala claramente el poder de la intervención compensadora del Estado como mecanismo para mantener vivo el sistema de mercado:

			Los sistemas de los estados totalitarios de la actualidad parecen resolver el problema de la desocupación a expensas de la eficiencia y la libertad. En verdad el mundo no tolerará mucho más la desocupación que, aparte de breves intervalos de excitación, va unida —y en mi opinión inevitablemente— al capitalismo individualista; pero puede ser posible que la enfermedad se cure con un análisis adecuado del problema, conservando al mismo tiempo la eficiencia y la libertad (1936, p. 335)30.

			Esta preocupación aparece de nuevo tras la Segunda Guerra Mundial como uno de los pilares que justifican el Plan Marshall, en una situación en la que el Partido Comunista de Francia se constituye en el primer partido de ese país, con un 28,6% de los votos en las elecciones de 1946, y donde el Partido Comunista y el Partido Socialista de Italia alcanzan, en las elecciones celebradas también en 1946, el 40% de los sufragios. En la medida en que la depresión económica favoreciese el apoyo popular a los partidos de izquierda, la ayuda económica se podía justificar, como así se hizo, en términos de la seguridad nacional de Estados Unidos31. Cambiando de continente, las mismas consideraciones han estado presentes en el desarrollo de los sistemas de protección social en Corea y Taiwán, asociado a las necesidades de legitimación de los gobiernos totalitarios32.

			Por último, la importancia de este elemento se pone también de manifiesto, si bien ahora operando en sentido contrario, por el impacto que el hundimiento de las economías de socialismo real ha tenido sobre el debate de la reforma del EB en la actualidad, que ha dotado de mayor virulencia a las críticas que ya desde su nacimiento se hicieran desde posiciones liberales, y que tendremos ocasión de revisar más adelante.

			Todo parece indicar que el impacto de la aparición de alternativas sobre la construcción del EB se ve potenciado por la generalización de los procesos de sufragio universal. En su investigación sobre los determinantes del gasto social en el periodo 1880-1930, Lindert (1994) obtiene unos resultados que confirman el impacto positivo que el grado de participación electoral y el sufragio femenino tienen sobre el gasto social33. En definitiva, democracia, movimientos sociales reivindicativos y aparición de alternativas serían fenómenos que se reforzarían mutuamente y ayudarían a explicar la construcción del EB.

			De hecho, el que probablemente sea el análisis más completo del EB desde la perspectiva de la economía marxista, el realizado por James O’Connor (1981) en su Crisis fiscal del Estado, plantea la legitimación del sistema capitalista como uno de los elementos centrales de la aparición del EB. Según esta perspectiva, el Estado capitalista tiene que acometer toda una serie de gastos sociales «necesarios para el mantenimiento de la armonía social: para que el Estado pueda cumplir la función de legitimación» (p. 27). Esta visión es compartida por otro de los grandes teóricos del Estado social, el alemán Claus Offe (1992), cuando señala que «En el lapso de tiempo transcurrido desde la Segunda Guerra Mundial, el estado social ha constituido la más importante fórmula pacificadora de las democracias capitalistas avanzadas» (p. 371), al limitar y suavizar mediante sus acciones protectoras el conflicto de clases.

			Resumiendo, las actividades desarrolladas por el EB habrían actuado como factor de legitimación de un sistema, el capitalista, que se había mostrado incapaz en sus versiones más puras y descarnadas de reducir el desempleo y la pobreza y asegurar un nivel de vida digno para la población. Tal objetivo era especialmente importante en la medida en que desde comienzos del siglo XX el capitalismo tenía que competir con un sistema alternativo, el soviético, que por cándido que nos parezca en la actualidad, desde la Segunda Guerra Mundial mostraba cierta capacidad para integrar pleno empleo, cobertura de las necesidades básicas de consumo y un reducido nivel de desigualdad34. De hecho, como señala Amadae (2003), en la posguerra el comunismo era considerado como un reto de grandes dimensiones incluso entre los principales economistas del momento. En palabras de Ramesh Mishra (1996): «el Estado de Bienestar de la posguerra es, en no pequeña medida, la respuesta capitalista a esos problemas de legitimación» (p. 326).

			El elemento ideológico

			En tercer lugar, cabe plantearse el papel que ha tenido la ideología de los partidos gobernantes en la construcción del EB, pues se podría esperar que en aquellos periodos de gobierno de partidos conservadores, en principio más afines al liberalismo económico, la construcción del EB debería haberse ralentizado, avanzando a mayor velocidad en los periodos de gobierno socialdemócrata o progresista. Sin embargo, atendiendo a los resultados alcanzados por Gould (1983), todo parece indicar que, para el periodo 1960-1979, un periodo clave en la consolidación del EB, la orientación ideológica del gobierno habría tenido, para una muestra de catorce países de la OCDE, tan solo un papel marginal a la hora de explicar la participación del gasto público total en el PIB. Aunque su papel sí sería más importante a la hora de explicar el crecimiento de las transferencias, ya que para el conjunto de países estudiados se produjeron aumentos en los gastos de transferencias por encima de la media en el 38% de los años de gobierno de partidos de izquierda, frente al 20% en el caso de gobiernos centristas y 28% con gobiernos conservadores. Dicho esto, tal diferencia nunca habría sido definitiva si tenemos en cuenta que algunos de los países con mayor crecimiento de las transferencias durante el periodo, como Suiza, Bélgica y Canadá, no tuvieron durante estos años gobiernos de izquierda. En idéntica situación se encontraría España en los últimos años de la década de los setenta, periodo donde se da el proceso más intenso de construcción de nuestro tardío EB, con un crecimiento del gasto social del 8,9% anual acumulativo, muy por encima del 1,8% de crecimiento del PIB35. La realidad es que la revisión de otros trabajos disponibles sobre el crecimiento del EB pone de manifiesto que el papel de la ideología en su construcción es, cuanto menos, complejo. Así, Uusitalo (1984) en una revisión de diecinueve trabajos sobre los determinantes del crecimiento del EB, entre los que no se encuentra el arriba citado, señala: «Cutright (1965) y Wilensky (1975) llegan a la conclusión de que los indicadores de tipo económico tienen mayor capacidad de explicación del desarrollo del EB que los factores políticos, mientras que los resultados de Stephens (1979) otorgan al PIB una capacidad explicativa nula, a diferencia de la presencia de un «poder socialista» (una medida del poder socialista en el gobierno y el parlamento) que aparece como una variable explicativa determinante. Parkin (1971), Scase (1977) y Therborn et al. (1978) no encuentran las huellas de la socialdemocracia, mientras que Furniss y Tilton (1977), Hewitt (1977), Cameron (1978), Castles (1978), Stephens (1979), Korpi (1980) y Albert (1982) consideran que los partidos de izquierda tuvieron un papel importante» (p. 404).

			Sin entrar en esta polémica, lo cierto es que el mero hecho de su existencia pone de manifiesto, y este es el aspecto que conviene resaltar, el alto grado de convencimiento y consenso político existente en la época de mayor crecimiento del EB sobre la oportunidad y conveniencia de su construcción, de forma que las diferencias políticas afectaban, a lo más, a la intensidad del proceso, o al perfil de las prestaciones, pero no a su dirección. Un buen ejemplo de ello lo proporciona el caso británico, en donde en los años cincuenta se acuñó el término Bustkelismo para referirse precisamente a este fenómeno, a partir de los apellidos de dos ministros de Hacienda, uno laborista, Gaitskell, y otro conservador, Butler, que se sucedieron en el cargo sin alterar, sin embargo, las líneas centrales de actuación en la construcción del EB y la defensa del pleno empleo. Como señala Hall (1986), los conservadores, tras alcanzar el poder en 1951, en el que se mantendrían por un periodo de trece años, dan marcha atrás a la nacionalización de la siderurgia, llevada a cabo por el gobierno laborista, pero ratifican los elementos centrales del programa económico del gobierno predecesor: el objetivo de pleno empleo, a conseguir mediante una gestión keynesiana de la economía, y el mantenimiento y profundización de los programas del EB36. Lo mismo se podría decir del caso alemán, país en donde en 1957 se aprueba una de las leyes más completas de seguridad social bajo el gobierno democristiano del canciller Adenauer37. En un contexto histórico más reciente, a mediados de la década de 1990, cabe destacar el discurso de Jacques Chirac en su campaña presidencial en 1995, donde realizaba una encendida crítica a los detractores del salario mínimo o la negociación colectiva (citado por Cahuc y Zylberberg, 2006, p. 41).

			En definitiva, la orientación ideológica se dejará sentir, como veremos en la siguiente sección, en el perfil concreto que adopte cada EB en cada momento del tiempo, pero no en el cuestionamiento de su necesidad o su conveniencia con uno u otro perfil. Habrá que esperar a la aparición de las primeras críticas al EB, tras el desencadenamiento de la crisis económica de los setenta, para que la ideología pase a tener un papel importante a la hora de explicar el grado de beligerancia con respecto a la implicación pública en la solución de los problemas de bienestar social38. El Reino Unido ofrece un ejemplo paradigmático de este cambio de tendencia. En este sentido, las siguientes palabras de Margaret Thatcher, pronunciadas en una conferencia en la Universidad de Corea en 1992, son un excelente ejemplo tanto del apoyo bipartidista al EB durante las décadas de su construcción, como del cambio de la posición conservadora al respecto (al menos programáticamente) en el último cuarto de siglo: «Cuando los conservadores dejaron el gobierno en febrero de 1974 estaba claro que había muchas cosas que iban mal en Gran Bretaña. La política seguida por nuestro partido había contribuido a agravar esos problemas más que a solucionarlos. Nosotros, los conservadores, éramos culpables de mantener una política socialista de consenso cuando teníamos que haberla cuestionado» (citado en Glyn y Miliband, 1994, p. 5)39.

			Pero el Partido Conservador no se encontrará solo en este reconocimiento de su papel equivocado en la construcción del EB, el propio laborismo, en la estela de la Tercera Vía, se mostrará tremendamente crítico con el EB. En palabras de Toni Blair: «Hemos llegado al límite de la tolerancia pública en financiar un EB no reformado simplemente aumentando el gasto y los impuestos» (The Guardian, 14 de mayo de 1997).

			Como tendremos ocasión de ver más adelante, el «desencanto» con el EB y el cambio en el contexto político tras la caída del muro de Berlín, el hundimiento de la Unión Soviética y el redescubrimiento del mercado, han favorecido la puesta en marcha de reformas de distinto calado del EB, que en algunas ocasiones también han sido bipartidistas, en el sentido de haber sido también respaldadas por partidos de izquierda. Así y todo, los análisis disponibles (Korpi y Palme, 2003) no respaldan uno de los eslóganes más frecuentemente coreados en las concentraciones del 15-M, el «todos sois iguales», ya que, al menos para el periodo analizado por estos autores, la probabilidad de realizar recortes importantes en los programas estudiados dependía de manera significativa de la composición del gobierno, siendo mayor con los gobiernos conservadores y menor con los izquierdistas.

			De la conjetura de la mano invisible a la Teoría General

			Hemos dejado para el final el que según nuestro entender es uno de los factores centrales en la construcción del EB: el cambio de interpretación del funcionamiento agregado de las economías de mercado que se consolida tras la Segunda Guerra Mundial con el triunfo del keynesianismo, y el correspondiente cambio en el papel del Estado como agente económico asociado al mismo.

			Conociendo, como conocemos ahora gracias a los abundantes trabajos de historia económica y social, los grandes cambios que se produjeron en las últimas décadas del XVIII y primeras del XIX, asociados al triunfo y consolidación del capitalismo industrial, no nos debería resultar difícil imaginar el asombro que debieron experimentar los intelectuales de la época, Locke, Hume, Cantillon, James Stuart Mill, Arthur Young, Adam Smith y muchos otros, por la forma en la que tales cambios se estaban produciendo y especialmente por las fuerzas que estaban detrás de todos ellos40. Un asombro que llevaría a Smith a escribir, diecisiete años después de su Teoría de los sentimientos morales (1759), en donde se admite que los individuos pueden situarse por encima de su propio interés mediante juicios morales que modifiquen incluso su egoísmo, destacando así el papel de la moral en la marcha ordenada de la sociedad humana, un nuevo libro: Una investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las naciones, fechado en 1776, en el que, por el contrario, constataba que el mundo de los hombres poco necesitaba de esos u otros sentimientos de simpatía y moralidad para su funcionamiento, pues la sociedad humana podía funcionar —y bastante bien— con un mínimo de normas y sin recurrir a valores morales, en definitiva, el mundo económico de los hombres podía funcionar par lui-même.

			El cambio radical de perspectiva que la obra de Adam Smith venía a culminar era enorme. Era el fruto en el pensamiento humano del desenvolvimiento histórico de sociedades que usaban profusamente del mercado como mecanismo o institución social encargada de las tareas de coordinación económica. Tareas que, hasta entonces, habían recaído fundamentalmente en instituciones políticas y religiosas que se encargaban de diseñar el esquema de premios y castigos —ya fueran mundanos o del más allá—, utilizados para asegurar que los individuos hiciesen lo que «debían» hacer para el mantenimiento del orden económico y la cohesión social. Una definición de objetivos que, además, se hacía desde esas mismas instancias institucionales y/o morales. La generalización del mercado como mecanismo de coordinación sería así el elemento novedoso de la realidad histórica que estaría detrás y «explicaría» la aparición de la Economía como reflexión separada de la Filosofía Social.

			Era ese mercado autorregulador generalizado que se estaba formando ante los ojos de Adam Smith y sus contemporáneos, y su funcionamiento, lo que les sorprendía y asombraba, pues en su actividad concreta, de cada día, cuestionaba unas creencias sobre la sociedad humana que, por aquel entonces se consideraban evidentes, fruto de pretendidas leyes de la naturaleza o del mismo Dios. Tales creencias se referían fundamentalmente al problema de la coordinación social. Frente a la sempiterna cuestión de la articulación de los comportamientos de individuos con intereses contrapuestos en un marco de escasez, la respuesta más simple y evidente, casi de sentido común, había sido la de que si no se quería que la sociedad cayese en una anarquía (no demasiado bien vista excepto para los creyentes en el mito del buen salvaje) era necesario establecer un orden, un Leviatán. Sin poder político y sin moral impuesta parecía difícil imaginar la posibilidad de resolución más o menos pacífica de los conflictos económicos, el orden económico de la sociedad.

			La constatación de que el mercado autorregulador funcionaba por sí mismo, recogida en dos de las más famosas frases de La riqueza de las naciones:

			No es de la benevolencia del carnicero, el cervecero o el panadero de la que esperamos nuestra comida, sino de su preocupación por sus propios intereses. Nos dirigimos a su egoísmo y no a su humanidad, y nunca les hablamos de nuestras necesidades, sino de su propia conveniencia (p. 26).

			Dirigiendo su actividad industrial de forma que su producción tenga el mayor valor posible, solo persigue su propio interés, y en esto, como en muchas otras ocasiones, es dirigido por una mano invisible (...) Persiguiendo su interés frecuentemente promueve el interés de la sociedad de forma más efectiva que cuando intenta realmente promover este» (p. 456).

			Además de asombrar (entonces y ahora41), sienta las bases para defender una visión restringida de la actuación del Estado en la economía, ya que si el mercado es capaz de alcanzar un resultado adecuado (óptimo como se diría en la literatura posterior), la actuación estatal en la economía deberá limitarse a aquellas actividades que el mercado por una u otra razón no pueda desarrollar competentemente.

			El Leviatán sigue siendo imprescindible, para conjurar ese «continuo temor y peligro de muerte violenta» consustancial a la vida del ser humano caracterizada por ser «solitaria, pobre, tosca, embrutecida y breve» en ausencia del mismo, puesto que «en una situación semejante no existe oportunidad para la industria, ya que su fruto es incierto; por consiguiente no hay cultivo de la tierra, ni navegación...» (Hobbes, 1651, p. 106), pero su poder se va a ver, en lo que se refiere a su interferencia en los asuntos económicos de las personas, altamente limitado. A este tema dedica Adam Smith el primer capítulo del libro V de La riqueza de las naciones, donde señala en qué aspectos de la vida económica está justificada la intervención del Estado, y que se convertirá en «la guía» de actuación ortodoxa de la Hacienda Pública hasta mediados del siglo XX. Las tareas encomendadas al Estado eran, en concreto, defensa, justicia, gastos de mantenimiento de la dignidad del soberano y gastos de obras e instituciones públicas, definidas como aquellas que, siendo beneficiosas para la actividad económica de la comunidad no se acometerían por la actividad privada al ser difícil recolectar privadamente los beneficios por ellas generados. Un planteamiento este que, por otra parte, es perfectamente comprensible en un momento histórico en el que el Estado se identifica con el soberano, y donde el gasto público es un gasto, la más de las veces, suntuario en beneficio de una aristocracia parasitaria.

			Uno de los corolarios que se derivan de la interpretación clásica del funcionamiento de la economía de mercado, que posteriormente pasaría a conocerse como la «Ley de Say», en referencia al economista francés Jean-Baptiste Say (1767-1832), tiene que ver con la capacidad que manifestaría el mercado para emplear a todo aquel dispuesto a trabajar al salario existente, y por lo tanto la imposibilidad de aparición de desempleo involuntario. La «Ley de Say» en su formulación más conocida: la oferta crea su propia demanda, viene a decir que puesto que toda acción de producir (esto es, ofrecer) da lugar a la aparición de rentas de igual valor (salarios y beneficios), simultáneamente genera la capacidad de demanda necesaria para absorber tal producción. De lo que se deduce que nunca debería haber problemas de absorción de lo producido (y por lo tanto de emplear a todo aquel que quisiera trabajar al salario existente), y que de haberlos en algún mercado concreto, aparecería de forma automática exceso de demanda en otro u otros mercados. Esto es, por cualesquiera razones se estaría produciendo demasiado de algún bien y demasiado poco de otro, con lo que el problema se arreglaría transfiriendo recursos de un mercado a otro, algo para lo que el mercado está perfectamente preparado gracias a la utilización de los movimientos de precios como señales de exceso o insuficiencia de oferta.

			Esta lectura del funcionamiento del mercado, en donde se compatibiliza la persecución del interés individual con la consecución del bienestar común, y en donde el nivel de producción y empleo, gracias a la vigencia de la Ley de Say, vendría determinado por el funcionamiento del mercado de trabajo, esto es, por el número de personas dispuestas a trabajar a cambio del salario de mercado (con lo que el desempleo involuntario sería imposible), entra en crisis con la eclosión de la Gran Depresión inaugurada con el crack de la Bolsa de Nueva York en octubre de 1929.

			Con una lectura del funcionamiento de la economía de mercado como la anterior no es de extrañar que la teoría económica del momento fuera incapaz de ofrecer una explicación satisfactoria del desempleo y deflación crecientes experimentados por la práctica totalidad de las economías desarrolladas de entonces, y consecuentemente fuera incapaz de proponer medidas de política económica eficaces que permitieran la recuperación de la economía42. Así, Irving Fisher, uno de los economistas más brillantes de la época y padre de la teoría cuantitativa del dinero, señalaba en 1928: «No puede suceder nada que se le parezca a un crack»; en 1929 «tal vez haya una recesión en el precio de las acciones, pero nada parecido a una catástrofe» y en 1930 «para el futuro inmediato, al menos, la perspectiva es brillante». Por su parte, la Harvard Economic Society indicaba en noviembre de 1929 que «una crisis grave como la de 1920-1921 está fuera de cualquier posibilidad», mientras que en enero de 1930 decía que «existen indicadores según los cuales la fase más grave de la crisis ha terminado», en noviembre de 1930 «estamos ahora a finales de la fase declinante de la crisis», y en octubre de 1931 «una estabilización en los niveles actuales es claramente posible» (citado en Beaud, 1981, p. 221)43.

			En este contexto, la publicación en 1936 de la Teoría general sobre la ocupación, el interés y el dinero, de John Maynard Keynes, ofrece una interpretación alternativa del funcionamiento de la economía en la que el desempleo lejos de ser un hecho insólito en el funcionamiento de las economías capitalistas, vinculado a la existencia de rigideces en uno u otro mercado, pasa a ser una característica consustancial al mismo. De este modo, Keynes ofrece una justificación teórica para respaldar determinadas medidas de lucha contra el desempleo, mediante la generación directa de demanda efectiva por parte del sector público, que ya se habían empezado a poner en práctica en distintos países, y lo hace con una lectura del funcionamiento de la economía que, como señala Arias (1992), conectaba con el ethos colectivo.

			Como es bien sabido, el elemento central de la obra de Keynes, en lo que a nosotros nos ocupa, es su defensa de la no vigencia de la Ley de Say, en un contexto de economía real, en donde el futuro es incierto y no se puede conocer. Esta incertidumbre explica que las decisiones de aumentar la producción (y por lo tanto generar empleo) no se tomen mientras no se tenga la seguridad (o la expectativa, cuanto menos) de que va a haber suficiente demanda como para absorber la producción realizada. Así, frente a la idea de que «la oferta crea su propia demanda», Keynes plantea que es la demanda la que «tira» de la producción, y por lo tanto, en presencia de trabajadores desempleados y fábricas trabajando por debajo de su capacidad, su propuesta es generar aumentos en la demanda efectiva que incentiven el aumento de la producción y el empleo, ya que de otra manera la economía puede perfectamente permanecer de forma indefinida en tal situación de subempleo.

			Llegados a este punto no queda sino plantearse cuáles son los posibles mecanismos, y los correspondientes agentes económicos, que puedan, en situación de depresión, generar ese necesario aumento de la demanda efectiva. Como es conocido, la demanda efectiva proviene de cuatro fuentes distintas: el consumo, la inversión, el gasto público y el sector exterior. De estos cuatro componentes hay que descartar el consumo como fuente de generación de demanda efectiva complementaria, en la medida que el consumo depende fundamentalmente del nivel de renta, y por lo tanto no aumentará mientras no aumente esta, precisamente el resultado que se pretende alcanzar mediante el aumento de la demanda efectiva. También hay que descartar la inversión, pues no es esperable que las empresas, en una situación de crisis, y por lo tanto infrautilización de la capacidad instalada, pongan en marcha planes de inversión que, en definitiva, tendrían como resultado el aumento de la capacidad productiva44, el comportamiento del sector exterior por su parte depende de variables, como la renta del resto del mundo, o su nivel de precios, por ejemplo, cuyo control escapa de las posibilidades de los agentes económicos nacionales, con lo que también habría que descartarlo, especialmente si estamos en presencia de una crisis global. Queda, por lo tanto, el gasto público como único componente a través del cual proceder a la generación de la demanda efectiva necesaria para impulsar la economía en época de crisis. De este modo, el análisis keynesiano conduce a un cambio radical en la interpretación del Estado como agente económico, ya que a las funciones «clásicas» se le suma la de actuar, mediante la gestión de la demanda efectiva, como garante del pleno empleo, creando una base económica sobre la que construir el EB en la medida en que: (1) se produce un cambio de opinión sobre el papel del sector público en la economía, que ya no tiene por qué ser mínimo y limitado, (2) se dota al mismo de mecanismos de captación de recursos para llevar a cabo su política de estabilización.

			Así, aunque algunos autores hayan llamado la atención sobre la necesidad de no confundir el Estado keynesiano con el EB, en el sentido de que el keynesianismo se puede poner en práctica mediante la potenciación del gasto en sectores, que como la defensa, poco o nada tienen que ver con el EB, como hiciera, por ejemplo, la administración Reagan-Bush en la década de los ochenta, todos los EB son en cierto modo keynesianos, en el sentido de que sería esta interpretación del funcionamiento de las economías de mercado la que contribuye, parcialmente al menos, a su legitimación, y la que pone en manos del sector público una capacidad de gasto que, de otra manera, tendrían que conseguir mediante la defensa de sus actividades caso a caso y proyecto a proyecto y en un ambiente intelectual hostil45.

			Estado de Bienestar y pleno empleo

			El pleno empleo y el EB mantienen vínculos importantes desde una esfera puramente material: una sociedad en el entorno del pleno empleo se encontrará mejor preparada para financiar el gasto social vinculado al EB, al tiempo que se reducirán las demandas de este (en políticas de empleo y de protección a los desempleados, por ejemplo). Sin embargo, desde una aproximación teórica e histórica, ambos conceptos (y políticas) tienen vida de forma independiente.

			Desde un punto de vista histórico, como señala Therborn (1989), las instituciones modernas de bienestar anteceden a las políticas keynesianas de control de demanda. Por ejemplo, la legislación de seguridad social americana46 es anterior a la famosa declaración de los derechos económicos de Franklin D. Roosevelt de 1944 que reconoce el «derecho a un trabajo remunerado y útil»47 o a la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 que en su artículo 23 reconoce el mismo derecho48. Abundando en esta línea, la ley de 1957 que da lugar al sistema de seguridad alemán que conforma el núcleo del EB en ese país, se aprueba en un momento en el que el presupuesto federal todavía seguía los principios clásicos de equilibrio presupuestario49.

			A partir de la constatación de una separación lógica e histórica entre Estado keynesiano y EB, Therborn (1989) plantea una clasificación de cuatro tipos de estados «socioeconómicos» atendiendo a la presencia de los objetivos de pleno empleo y la disposición de mecanismos para alcanzarlo y la intensidad de gasto social. Los tipos son los siguientes: EB intervencionistas fuertes que sumarían la protección social del EB con una intervención decidida en favor del pleno empleo, EB compensatorios blandos, con prestaciones sociales generosas pero poca influencia en el mercado de trabajo, Estados orientados al pleno empleo con escasa política de bienestar, y Estados orientados al mercado con escasa política de bienestar. En el cuadro 2.1 se recoge la asignación de países a estas cuatro categorías. España, no incluido en el cuadro, ocuparía un lugar intermedio en materia de política social, perteneciendo al grupo de países orientados al mercado en lo que se refiere a política de pleno empleo. Esta asignación es meramente orientativa y en algunos casos puede ser cuestionada. Por ejemplo, Dinamarca aparece en la clasificación de Therborn como un país orientado al mercado; sin embargo, un tercio de los empleados de este país trabajan para el sector público (como consecuencia de su desarrollado EB).

			CUADRO 2.1 Orientación del Estado

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							 

						
							
							Gasto social alto

						
							
							Gasto social bajo

						
					

					
							
							Orientados al pleno empleo

						
							
							Suecia, Noruega, Austria Finlandia, Suiza

						
							
							Japón

						
					

					
							
							Orientados al mercado

						
							
							Dinamarca, Holanda Bélgica, Francia, Alemania, Italia, Portugal, Reino Unido

						
							
							Australia, Canadá, Nueva Zelanda, EE.UU., Irlanda, Lituania, Estonia, Polonia, R. Checa, Rumania, Bulgaria

						
					

				
			


			FUENTE: adaptado de Therborn (1989).

			Detrás de estas distintas concepciones del Estado se encontrarían posiciones diferentes sobre las obligaciones sociales de este y sobre la confianza en la capacidad del mercado para conducir al país al pleno empleo. En todo caso, como se puede apreciar en el gráfico 2.1, la casuística en términos de esfuerzo en protección social y nivel de desempleo es muy variada. De hecho, en términos agregados, no se observa ninguna relación entre gasto social relativo y compromiso con el pleno empleo (expresado este mediante la tasa de desempleo), y ello es así aunque existen razones para pensar que hay una causalidad directa entre desempleo y gasto social en la medida en que cuanto mayor sea aquel mayores serán los gastos en desempleo derivados del mantenimiento de los sistemas de prestaciones por desempleo existente. Un ejemplo de ello sin duda es el aumento del peso del gasto social en el PIB de España y otros países durante la Gran Recesión a pesar de las políticas adoptadas de recortes del gasto social.

			GRÁFICO 2.1 Gasto social relativo y tasa de desempleo UE, Estados Unidos, Japón y Noruega (2006)
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			FUENTE: Eurostat, OECD y elaboración propia.

			En todo caso, el mantenimiento de los EB a pesar del fuerte acoso al que esta institución ha sido sometida en las últimas décadas, la siempre presente «crisis» e insostenibilidad de las políticas sociales, ha ido acompañado por una pérdida de peso del objetivo de pleno empleo en las agendas gubernamentales. Si en la década de 1960 y hasta la crisis de 1974 el pleno empleo era un objetivo, no solo presente en muchos programas de gobierno, sino que se consideraba alcanzable gracias a la política keynesiana de gestión de la demanda, con el advenimiento de la crisis del sistema monetario internacional de 1971 y la primera crisis del petróleo dos años más tarde no solo entran las economías occidentales en una época de desempleo creciente y masivo, hasta alcanzar en muchos casos valores desconocidos desde la Gran Depresión de los años 1930, sino que el objetivo de pleno empleo prácticamente desaparece del discurso político. Y cuando no desaparece, se produce una redefinición del concepto de pleno empleo que le vacía parcialmente de contenido.

			Si durante la época dorada del capitalismo el pleno empleo se definía como valores de desempleo en el entorno del 2-3%, tras la crisis de la década de 1970 este concepto de pleno empleo se sustituye por el equívoco y cambiante concepto de tasa natural de desempleo o el todavía menos claro de NAIRU del acrónimo inglés tasa de desempleo no aceleradora de la inflación. Conceptos ambos que sitúan el «pleno empleo» en valores muy alejados de aquellos antes considerados como de pleno empleo (existencia de empleo para todos aquellos que quieran trabajar a los salarios de mercado). Como ejemplo de ello bastan las palabras de Janet L. Yellen, economista conocida por sus escritos sobre el funcionamiento del mercado de trabajo, miembro del Consejo de Asesores Económicos del presidente Clinton y presidenta de la Reserva Federal de Estados Unidos desde 2014 a 2018, una persona por tanto altamente cualificada, cuando considera que en Estados Unidos, con una tasa de desempleo en el entorno del 4,7% «la economía estaría operando en el vecindario del pleno empleo» (2006, p. 2)50.

			La sustitución del concepto de pleno empleo por conceptos de pleno empleo cualificados y sometidos a la estabilidad de precios refleja cómo, en determinado momento, coincidiendo con la crisis de 1970, la estabilidad de precios sustituye al objetivo de pleno empleo como guía de la acción de gobierno. Esta sustitución significa primar los intereses de los receptores de rentas de capital sobre los receptores de rentas de trabajo y situar a la bolsa de valores y la economía financiera en el centro del crecimiento económico (Bluestone y Harrison, 2000). Detrás de ese proceso de abandono del objetivo de pleno empleo hay dos factores importantes. El primero de ellos sería la crisis del keynesianismo como núcleo conductor de la política económica. El discurso del fin del keynesianismo, potenciado por el proceso de globalización y la dificultad añadida de coordinar las políticas expansivas para obtener de ellas los réditos esperados, durará al menos hasta la crisis de 2008, cuando el hundimiento generalizado de las economías de los países desarrollados —facilitado por los procesos de globalización— hará reaparecer, con una intensidad desconocida desde la Gran Depresión, el fantasma de los ciclos económicos, resucitando al tiempo la política keynesiana. En todo caso, su renacer, al menos en Europa, va a durar poco, ya que, transcurridos dos años, las autoridades comunitarias abandonarán su defensa de las políticas keynesianas de demanda para pasar a primar las políticas de consolidación fiscal sustentadas en la muy dudosa hipótesis de la austeridad expansiva (Muñoz de Bustillo, 2014).

			Desde otra perspectiva (Glyn, 2010), se plantea, rescatando la visión marxista del funcionamiento de la economía de mercado, la posibilidad de que exista una incompatibilidad entre pleno empleo y funcionamiento del capitalismo, en la medida en que este necesite de un ejército industrial de reserva para disciplinar a la clase obrera e impedir que el pleno empleo mejore la posición negociadora de los trabajadores facilitando la correspondiente redistribución de la renta a favor de la masa salarial. Recordemos que la alternativa no adaptativa por parte de los empresarios a esta redistribución sería simplemente trasladar los aumentos salariales a precios, poniendo en marcha una espiral inflacionista precios-salarios que, en ausencia de pactos sociales entre los agentes implicados, solo se frenaría mediante la generación de suficiente desempleo como para eliminar la posición de exceso de demanda del mercado de trabajo, esto es, alejándonos del pleno empleo.

			En resumen, aunque el EB se beneficia de situaciones de pleno empleo, ambos objetivos se pueden plantear (dentro de unos límites) de forma independiente. El ataque frontal a la intervención del Estado en la economía que se produce con el redescubrimiento del mercado, asociado al renacer de la ideología económica liberal en la década de 1980, va a afectar de forma importante al objetivo de pleno empleo como compromiso público. Este efecto es muy superior al que, al menos en el corto-medio plazo, tiene el cambio de ciclo político sobre el EB, que ha mostrado un alto nivel de resiliencia, entendido como capacidad de resistencia y adaptación ante las críticas y ataques de los que ha sido objeto en las últimas décadas. Queda por ver si esa resiliencia será suficiente para resistir el nuevo ciclo de recortes sociales vinculados a la poscrisis financiera y el proceso de consolidación fiscal existente en la mayoría de los EB. Por otra parte, aunque es teóricamente posible alcanzar el pleno empleo en ausencia de EB, el mantenimiento de este en un contexto de desempleo masivo es más problemático, ya que el desempleo aumenta el gasto social (en materia de prestaciones por desempleo) al tiempo que reduce los ingresos públicos necesarios para financiar las políticas sociales. Unos ingresos que, en gran parte, pivotan sobre figuras impositivas ligadas al trabajo (cotizaciones sociales e impuesto sobre la renta).

			Conclusiones

			Los procesos de cambio institucional están fuertemente asociados a los momentos históricos y los contextos específicos en los que estos tienen lugar. Por esa razón es complejo generalizar sobre ellos. Sin embargo, la literatura sobre la materia y los estudios disponibles sobre las distintas experiencias nacionales de construcción del EB nos permiten señalar algunos factores de índole global que servirían para explicar cómo, en distintos países, los años centrales del siglo pasado son testigos de la creación de los mecanismos de protección que conocemos genéricamente como EB.

			En este capítulo se ha llamado la atención sobre cuatro de esos factores. La combinación de necesidades de protección insatisfechas tras el derrumbe de los mecanismos pre-capitalistas de protección social, las necesidades de legitimación del sistema en el contexto de la Guerra Fría y el papel funcional a la estabilidad del mercado que otorgaba la economía keynesiana al gasto público habrían derivado en un apoyo a la construcción del EB desde posiciones ideológicas muy diversas, que habrían dejado su impronta más en el diseño concreto adoptado por el EB que en su existencia.

			Esta lista también nos permite llamar la atención sobre el hecho de que al menos dos, cuando no tres, de los factores señalados se habrían debilitado, o desaparecido completamente, en las postrimerías del siglo XX. Algo que, como se verá más adelante, se traducirá en un aumento de la presión de reestructuración y recortes del EB y sus políticas.

			En primer lugar, la desaparición de las economías de socialismo real y la derrota de los movimientos izquierdistas radicales han dejado al capitalismo como el único ejemplo viviente de organización social. En la actualidad, el debate sobre modelos de organización social, como mucho, se centra en las ventajas e inconvenientes de las distintas «variedades de capitalismo», como se conoce en la literatura sobre el tema, pero no en el capitalismo en sí. En lo que a esto se refiere, solo los movimientos ecologistas y la filosofía del decrecimiento se pueden considerar como críticas frontales, aunque poco desarrolladas todavía en sus aspectos prácticos, al capitalismo. La ausencia de alternativas, que también se habría dejado sentir en la necesidad de articular un nuevo discurso desde la izquierda, ha desarmado uno de los pilares del EB, su papel como legitimador del sistema capitalista. Para ser riguroso, ese papel sigue siendo necesario, ningún sistema puede sobrevivir de forma no violenta a largo plazo si no está por una u otra vía legitimado a los ojos de sus ciudadanos, pero no es urgente. Los ciudadanos, utilizando la expresión de Albert O. Hirschman, pueden ejercer la opción de voz (las multitudinarias manifestaciones en todo el mundo de los movimientos alternativos ciudadanos, llámense Occupy Wall Street en Estados Unidos, el 15-M en España, o más recientemente los Chalecos Amarillos en Francia serían una expresión de ello), pero no pueden ejercer la opción de salida, no hay una alternativa ahí fuera a la que puedan acudir.

			En segundo lugar, el «redescubrimiento del mercado», su triunfo en esa batalla con el socialismo real de la segunda mitad del siglo XX, ha dado alas a los defensores de la superioridad del mercado en todos los ámbitos de la existencia y ha situado al EB y al keynesianismo en una posición defensiva. Paradójicamente, el hundimiento de las economías occidentales en 2008 de la mano de las teorías que habían santificado la eficiencia del funcionamiento de los mercados dejados a su libre albur, ha tenido pocas consecuencias en materia de replanteamiento crítico del papel de los mercados frente a otras formas de organización social en las economías desarrolladas. Como se ha señalado más arriba, tras escasamente dos años de renacimiento del keynesianismo, los vientos han vuelto a soplar a favor de planteamientos mucho más favorables al mercado y beligerantes con las bondades de la intervención pública. Más aún, el EB, sobrecargado por las obligaciones de intervención vinculadas a la crisis, se encuentra ahora en una posición mucho más vulnerable a la hora de defenderse de los ataques de sus enemigos de toda la vida.

			Por último, ese renacimiento del mercado también se habría dejado sentir en el debate sobre cuáles son las mejores formas de protegerse con respecto a los riesgos propios de la vida. En definitiva, ¿por qué no se van a utilizar los mismos mecanismos que han demostrado ser tan eficientes en la producción de ordenadores, vacaciones en cruceros o coches, para cubrir las necesidades otrora cubiertas por los programas del EB? Y todo ello en un contexto de una izquierda que, en gran parte embelesada por los cantos de sirena de los defensores del mercado y la economía convencional, no siempre ha sido capaz de construir discursos identitarios y alternativas de gobierno realmente diferentes a las conservadoras.

			
				
					16 Siguiendo el planteamiento de Polanyi (1944), no se trata aquí de emprender un trabajo histórico: «Lo que investigamos no es una recreación convincente de sucesos relevantes, sino la explicación de su tendencia en función de las instituciones humanas. Nos sentiremos pues con la libertad de detenernos en las escenas del pasado con el único objeto de proyectar luz sobre los problemas del presente» (p. 27).

				

				
					17 Una buena muestra de este tipo de enfoques se puede encontrar en el trabajo de Ashford (1986) y Ritter (1991).

				

				
					18 Se puede decir que este debate comienza cuando a la interpretación tradicional, un buen ejemplo de la cual serían las palabras de Engels (1845) recogidas en La situación de la clase obrera en Inglaterra, en donde se contrapone la situación de los obreros en la época, caracterizada por estar «tan mal provista de los medios de subsistencia más imprescindibles (que) no puede ser sana ni alcanzar una edad avanzada» (p. 351), con su situación en la etapa preindustrial, en la que «vegetaban (...) en una existencia bastante cómoda, viviendo una vida honesta y tranquila (...) no tenían necesidad de trabajar en exceso, no hacían más de cuanto les diera la gana, y sin embargo ganaban lo que necesitaban...» (p. 258), o las del propio Toynbee, cuando se refiere a la Revolución industrial como al «periodo más catastrófico y terrible que jamás haya tenido nación alguna», se contrapone la interpretación optimista de J. H. Clapham (1930) en su Economic History of Modern Britain, vol. I, basada en el supuesto incremento de los salarios reales entre 1790 y 1850.

				

				
					19 Reflejo de esa situación son los continuos conflictos sociolaborales que caracterizan la Inglaterra de la primera mitad del siglo XIX. A saber: 1811-1813, 1815-1817, 1818-1819, 1826, 1843-1834 y 1846-1848. Y de la que no estuvo exenta, aunque con diferente cronología, el resto de Europa: Francia en 1848, Alemania 1844, etc.

				

				
					20 Sobre este tema véase Williamson (1991), Kaelble (1994), Van Zanden (1995) o Milanovic (2016).

				

				
					21 En Estados Unidos, en 1774 el 10% de los hombres adultos libres aglutinaban el 48,7% de la riqueza, mientras que en 1860 habían aumentado su participación hasta el 70% (Williamson y Lindert, 1980, pp. 38-39). En Inglaterra y Gales las estimaciones de distribución de la renta indican un crecimiento de la participación del 5% de población con más renta del 27,6% en 1688 al 45,1% en 1867 (Williamson, 1985, p. 68). 

				

				
					22 En este sentido, merece la pena señalar que, paradójicamente, la evidencia empírica sugiere que la movilidad social y la igualdad de oportunidades en Estados Unidos es menor que en otros países europeos, especialmente los países nórdicos (Aaberge et al., 2002; Blanden, Gregg y Machin, 2005; Jäntti et al., 2006). 

				

				
					23 Estos resultados corresponden a datos de 2008 y, por lo tanto, son anteriores a la crisis economica. Es interesante resaltar que los valores, cuando se comparan con los obtenidos en la encuesta de 1999, son bastante estables a lo largo del tiempo. ZA5400_V33: International Social Survey Programme: Social Inequality IV - ISSP 2009.

				

				
					24 Estos trabajos, a diferencia del que nos ocupa, no pretenden explicar el crecimiento del gasto social, sino explorar la existencia de una relación causal entre desigualdad y crecimiento de la renta. En pocas palabras, plantean que un mayor índice de desigualdad conducirá a resultados electorales favorables a una mayor presión fiscal (para financiar una mayor intervención redistributiva), lo que caeteris paribus conducirá a una caída del tipo de beneficio, la inversión y el crecimiento. Alternativamente, se puede plantear la existencia de un efecto contrario desde una perspectiva poskeynesiana, basada en el impacto positivo de la redistribución sobre la demanda efectiva (puesto que la propensión media al consumo crecería) y a través de esta sobre el potencial de industrialización basado en la demanda interna.

				

				
					25 Como tendremos ocasión de ver en el capítulo 6, otros autores explican la desafección del pueblo estadounidense con el Estado de Bienestar también en términos de afinidades, pero en este caso raciales más que económicas (Gilens, 1999). 

				

				
					26 Como señala Beatrice Webb, poco después, en 1914, «el poder del movimiento radica en la obstinación masiva de la base, cada día más representativa de la clase trabajadora. Siempre que puede dirigirse a favor o en contra de alguna medida concreta, este sentimiento masivo se vuelve irresistible. Nuestra clase gobernante no se atrevería a desafiarlo abiertamente» ( p. 52, recogido en Hobsbawm, 1984, p. 261).

				

				
					27 En el caso de Estados Unidos, tras una primera, y prolongada, reacción basada en la violencia y la intimidación contra el movimiento sindical y los sindicalistas, que daría lugar a multitud de enfrentamientos armados (como el de la huelga organizada por la Federal Labour Union, afiliada a la AFL, contra la Electric Auto-Lite de Toledo, Ohio, que derivó en una batalla campal entre unos 6.000 huelguistas y 1.300 miembros de la Guardia Nacional, con el resultado de dos muertos y más de doscientos heridos), en 1935, bajo la presidencia de Franklin Delano Roosevelt, se promulgó la National Labor Relations Act, NLRA, o Wagner Act, que reconocía los derechos sindicales y «animaba a la práctica de procesos de negociación colectiva y protegía el ejercicio de los trabajadores de plena libertad de asociación, organización y designación de los representantes de su elección con la finalidad de negociar los términos y condiciones de su empleo y otras ayudas mutuas o protección» (Sección 1). 

				

				
					28 Lo mismo se podría decir, en opinión de Montero García (1988), de las razones explicativas del reformismo social de Cánovas, fruto de «su temor a las consecuencias que se pueden derivar de una extensión del sufragio universal, en medio de las enormes desigualdades sociales y económicas existentes» (p. 34).

				

				
					29 Es interesante tener en cuenta que entre 1933 y 1935 la afiliación sindical aumentó en Estados Unidos en 30 puntos porcentuales, en un contexto de violencia obrera y patronal que se intensifica con la ocupación de las fábricas de automóviles de Detroit, como nueva estrategia de lucha sindical.

				

				
					30 Planteamiento que ya defendiera Keynes en sus Consecuencias económicas de la paz, escrito al término de la Conferencia de Versalles en donde alerta de las consecuencias negativas que podría tener para el mantenimiento de la democracia en Alemania, la imposición de sanciones económicas a este país en concepto de reparaciones de guerra que asfixiaran su recuperación económica. 

				

				
					31 Poco antes de la aprobación del Plan Marshall, Dean Achenson, secretario de Estado estadounidense defendía este punto de vista con las siguientes palabras: «En el plano político nos encontramos ante un cerco realizado por Rusia (...) Su éxito, tanto en Turquía como en Grecia, provocaría la caída del otro país, y en definitiva de la zona del Mediterráneo Oriental. Al mismo tiempo, otros dos movimientos se dibujan en Francia y en Italia, donde lo que está en juego es el control político de sendos países que, en caso de que triunfase en alguno de ellos, daría la ventaja a Rusia, provocando así la caída de otras zonas de Europa Occidental» (citado en GEM, 1979, p. 9)
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